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Se reanuda la sesión a las nueve y quince minutos de 
la manana. 

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señoras y seño- 

Pasamos a dictaminar el Capítulo 11, que comprende los 

En primer lugar y para la defensa de su enmienda nú- 

res Diputados. 

artículos 6 a 10. 

mero 110, tiene la palabra e l  señor Baiidrk Molct. 

Articulos6 
a 10 

El señor MARDONES SEVILLA: El señor Bandrés me 
ha pedido que se di. por defendida en sus propios térmi- 
nos. Como í.1 no puede asistir a esta Comisión, yo le sus- 
tituvo a los efectos pertinentes, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: La mantenemos a efectos de 
su votación, de acuerdo con lo manifestado por el senor 
Mardoncs. 

Tiene usted la palabra, señor Mardoncs, para la defen- 
sa de su enmienda número 192. 
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El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente ser6 
lo más conciso posible. 

Nuestra enmienda 192 va dirigida al artículo 7 y en ella 
pedimos la adición de un segundo párrafo en su núme- 
ro 1 ,  que diga: «En el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma de Canarias la sede del Tribunal Superior de 
Justicia de Canarias será compartida, entre las dos res- 
pectivas capitales de las dos provincias, v su Presidencia 
se ejercerá con carácter alternativo a la sede de la Presi- 
dencia del Gobierno Autónomo.. Decimos esto, señor Pre- 
sidente, por dos razones fundamentales. En primer lugar, 
para acomodarnos, congruentemente, a lo que impregna 
el Estatuto de Autonomía de Canarias, que dice que la ca- 
pitalidad de la Comunidad Autónoma de Canarias es com- 
partida entre las dos capitales canarias Las Palmas v San- 
ta Cruz de Tencrife, cada una de las respectivas provin- 
cias comprendidas en la región. En segundo lugar, por- 
que, de siempre, la Administración de Justicia en Cana- 
rias -v esto es una peculiaridad de composición admi- 
nistrativa de sus salas-, si bien ha existido una Audien- 
cia Territorial con sede en Las Palmas y dos audiencias 
provinciales, de hecho, la Audiencia Provincial de Santa 
Cruz de Tcncrifc ha estado v está compuesta actualmente 
por el mismo número de salas que la de la provincia her- 
mana de Las Palmas, y nos encontramos aquí con que, en 
los órganos centrales de justicia, la Audiencia provincial 
de Santa Cruz de Tenerifc ha funcionado «de facto» como 
una audiencia territorial, al tener la Sala de lo penal, la 
Sala de lo civil y la Sala de lo contencioso. Por esta razón 
hemos presentado nuestra enmienda, en el sentido de que, 
estando compartida la sede del Tribunal Superior de Jus- 
ticia, solamente la Presidencia del mismo se cjcrza como 
se ejerce actualmente la Presidencia del Gobierno Autó- 
nomo de Canarias -que, como decía, la capitalidad es 
compartida-, y el Gobierno alterna, cada cuatro años, su 
sede en las Palmas y en Santa Cruz de Tcncrifc. Con nucs- 
tra cnmienda proponemos que, cuando la Presidencia del 
Gobierno Autónomo de Canarias resida, por ejemplo, en 
la provincia de Las Palmas, la Presidencia dcl Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias estí. en la de Santa CruL 
de Tcncrifc y viceversa, cuando suceda el Icnómcno cua- 
tricnal distinto. 

El señor PRESIDENTE: A continuación y para la de- 
fensa de sus enmiendas números 132 y 133, tiene la pala- 
bra el Diputado señor Bcrnárdez Alvarcz. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: La enniicnda númc- 
ro 132 pide la adición de una frase, en el número l del ar- 
tículo 7,  entre «respectivos Estatutos de Autonornia)) y ((si 
no lo indicaran)), que diga: ~v demás Leyes del Parlamen- 
to de la Comunidad Autónoma.. Me parece que la fija- 
ción de una scdc autonómica, como es el  Tribunal Supe- 
rior de Justicia, supondría dcmasiado intcrvcncionismo. 
Pero no sólo eso, sino que hay muchas comunidades au- 
tónomas que ya tienen, por Ley, I'ijada la sede del Tribu- 
nal Superior- de Justicia. En el caso de Galicia, concreta- 
mente, da igual porque, en cualquier caso, resulta la mis- 
ma capital como scdc del Tribunal Superior de Justicia, 

v no tendría mavor importancia; pero entiendo que olvi- 
dar en este momento una lev de un Parlamento de una co- 
munidad autGnoma sería una forma un tanto subrepticia 
de minorar la importancia de este tipo de leyes. Por tan- 
to, creo que en este artículo 7 debiera figurar expresamen- 
te el respeto a una ley del Parlamento de una comunidad 
autónoma, dado que esta sede no está fijada en los esta- 
tutos de autonomía y puede ser fijada por una ley del Par- 
lamento de la comunidad autónoma. 

La enmienda 133 incide en algo que ya he expuesto re¡- 
teradamente. Los argumentos son los mismos, y no voy a 
insistir más, porque las respuesrcts que se han dado a es- 
tos argumentos entiendo que también son siempre las 
mismas. Estamos en un pequeño ((diálogo de besugos» y 
no merece la pena insistir más en este tema. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: N o  sé cómo habrán aceptado 
c l  resto de los comisionados lo del «diálogo de besugos», 
pero, en f in ,  para S. S. queda. (Rumores.) 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Diálogo de sordos. 
Tampoco sordos, pero se entiende que es una figura 
retórica. 

El señor PRESIDENTE: Lo tomaremos como licencia. 
A continuación, para la defensa de la enmienda núme- 

ro 197, tendría la palabra el sctior Tamames; pero como 
no está presente, la mantenemos a efectos de la votación. 

El Grupo parlamentario de Coalición Popular tiene las 
:nmicndas números 263 y 264, y los señores Huidobro y 
4paricio tienen la enmienda número423. ¿Las va a de- 
fcndcr el señor Huidobro conjuntamente? (Asentimiento.) 
En consecuencia, tiene S. S. la palabra para la defensa de 
dichas enmiendas. (El senor Mardones Sevilla pide la pa- 
labra.) (Señor Mardones? 

El señor MARDONES SEVILLA: Quedaba también la 
2mmicnda número 141, de mi compañero de Grupo, se- 
ñor Zarazaga Burillo. Lo indicaba para que se diera por 
.ielendida en sus propios términos v se votara. 

El señor PRESIDENTE: Ruego al señor Mardones que 
;e,nga presente que dicha enmienda fue votada en el día 
ie  ayer v defendida por el señor Zarazaga Burillo, al ar- 
lículo 4. Estamos en el Capítulo 11 y con las enmiendas a 
los artículos 6 a 10. 

Tiene la palabra el señor Huidobro. (El señor Pardo 
Montero pide la palabra.) ¿Señor Pardo Montero? 

El señor PARDO MONTERO: Señor Presidente, no sé 
:ual es el orden que desea llevar S. S., y que conste que 
i la Agrupación que en este momcnto represento acepta 
:I que sea, no tiene significación específica alguna. Si, pa- 
-ccc ser, se ha iniciado de menor a mayor, antes hav una 
mmienda -la número 146- dc la Agrupación Liberal. Lo 
ligo a los efectos de mantener el orden del debate, por- 
~ u e  --repit+ nos resulta indiferente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Pardo Montero, estamos 
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cogiendo el orden no de menor a mayor, sino del número 
de las enmienda a los artículos respectivos, peraagrupán- 
dolas. Con ello quiero decir que Coalición Popular tiene 
las enmiendas números 423, al artículo 7, punto 2, y 263, 
al artículo 7, punto 3, mientras que S. S. tiene la enmien- 
da número 146, al artículo 8, punto 3; es decir, estamos 
cogiendo el orden de las enmiendas con relación a los ar- 
tículos que corresponden, si bien agrupamos ya todos los 
preceptos ¿De acuerdo? (Asentimiento.) 

Señor Huidobro, ahora sí que tiene S. S. la palabra. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Gracias, Presidente. 
No voy a reiterar la defensa que en el día de ayer hice 

del espíritu de la enmienda número 423. Trataba única y 
exclusivamente de que en esta ley figurase que la sede del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León es Bur- 
gos. Incluso manifesté que estaría dispuesto a retirar esta 
enmienda si se me aceptara la que había presentado al ar- 
tículo 2.3, pero quedó claro que no era esa la intención 
del Grupo Socialista, por lo que pido que se someta a 
votación. 

La enmienda número 263, al artículo 7.3 también fue 
defendida ayer, en el sentido de que la sistemática que se 
estaba utilizando debiera de coincidir con la que se uti- 
liza en los artículos siguientes: remitir la composición, la 
demarcación, la planta de 102 juzgados v tribunales a los 
anejos correspondientes. Tambicn fue rechazada v,  por 
tanto, no voy a hacer otra defensa, salvo que se someta a 
votación que, por supuesto, doy por sentado que, como 
ayer, va a ser en contra. 

Por último, nos queda la enmienda número 264, al ar- 
tículo 10, punto 1 .  En este artículo dice el proyecto de ley: 
«La determinación del edificio o edificios sede de los Ór- 
ganos judiciales, y de aquél en que deban constituirse 
cuando se desplacen fuera de su sede habitual, conforme 
prevé el artículo 269 de la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial, es competencia del Ministerio de Justicia o de la Co- 
munidad Autónoma respectiva. Cuando se trate de Juz- 
gados de Paz, la determinación del edificio se efectúa a 
propuesta del respectivo Ayuntamiento.» De este artículo 
parece ser que lo que se atribuye al Ministerio de Justicia 
es la facultad de determinar cuál es la sede o scdes. Sin 
embargo, del espíritu que informa la Lev Orgánica del Po- 
der Judicial, desde nuestro punto de vista, lo quc se atri- 
buye al Ministerio de Justicia no cs solamente la facul- 
tad, sino la obligación de poveer de scdes, locales o edi- 
ficios a los juzgados y tribunales. Por eso hemos propues- 
to otra redaccibn que, además de añadir a «edificios» la 
palabra ((locales)), lo que intenta es dejar bien claro que 
proveer de locales o edificios a los juzgados v tribunales 
es, no solamente una competencia del Ministerio de Jus- 
ticia o, en su caso, de las comunidades autónomas que lo 
tienen atribuido, sino también una obligación. Este es el 
sentido de la enmienda v por ello el artículo quedaría re- 
dactado de la siguiente forma: «Corrcspondc al Gobicr- 
no, a través del Ministerio de Justicia o, en su caso, a la 
Comunidad Autónoma respectiva, proporcionar el edifi- 
cio, edificios o locales precisos para sede de los órganos 
judiciales donde desarrollar su función con indcpcnden- 

cia y eficacia. Cuando se trate de Juzgados de Paz, la obli- 
gación se cumplirá a propuesta del respectivo Ayunta- 
miento.» Hemos suprimido la referencia al artículo 269 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, puesto que, cuan- 
do exista una sede circunstancial, sigue siéndolo de los ór- 
ganos judiciales y,  por tanto, no creemos que sea necesa- 
rio hacer referencia alguna en este artfculo, ya que viene 
establecido -digo- en el articulo 269 de la Ley Orgáni- 
ca del Poder Judicial y pensamos que no es preciso reite- 
rarlo aquí. (El señor Vicepresidente, Luna González, ocu- 
pa la Presidencia.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): A con- 
tinuación la enmienda número 83, del Grupo Parlamen- 
tario del CDS. N o  se encuentra presente el señor Buil, por 
lo que la damos por defendida y la someteremos poste- 
riormente a votación. 

Seguidamente, la enmienda número 146, de la Agrupa- 
ción de Diputados del Partido Liberal. Tiene la palabra 
el señor Pardo Montero. 

El señor PARDO MONTERO: Estamos por comenzar 
la defensa de esta enmienda con la conocida frase de Fray 
Luis, «Decíamos ayer...». Digo esto, porque en la exposi- 
ción final del portavoz del Grupo Socialista, señor Cues- 
ta, a la última de las enmiendas defendidas por esta Agru- 
pación el día de ayer, se hacía una referencia sucinta a la 
no admisión de una de las enmiendas, ya que parte de la 
misma estaba incardinada en el texto de la Ley Orgáni- 
ca, por lo que no era necesario reproducirla y, de otra par- 
te, combatía el primer apartado del artículo 80 de la pro- 
pia Ley Orgánica. 

Discrepando ligeramente -a continuación expondré 
los fines de la enmienda presente-, tendría que indicar 
que una cosa es la radicación física de una sección de una 
Audiencia y otra, lo que dice el texto de la Ley Orgánica, 
que es la radiación o sede institucional o representativa 
de una Autliencia Provincial; es decir, en el deseo -si lo 
hubiese- de aceptar la enmienda en su sentido objetivo, 
que es desglosar secciones para llevarlas a otras localida- 
des, bastaría con poner ((radicación» donde quizás in- 
correctamente se dijo ((establecer)). 

Sin embargo, nos interesa más destacar en este momen- 
to la otra parte de la contestación del señor Cuesta, que 
venía a decir, más o menos, que es inoperante reproducir 
lo quc ya, en cierta medida, está consignado en una ley 
previa de carácter superior. Nosotros somos partidarios 
de que no haya reiteración y repetición de los mismos con- 
ceptos o contenido sustantivo en las leyes que se vayan 
produciendo, pero esto, que es válido, puede resultar per- 
judicial cuando no se cumple. Y es de notar aquí que jus- 
tamente en este caso es cl proyecto de ley el que incide, 
con el texto de artículo 8, en su punto 3, en la reiteración 
de un  precepto que va estaba recogido en la Ley Orgáni- 
ca del Poder Judicial. Así,  en efecto, el artículo 95.2, dice 
que el Gobierno establecerá la sede d,c estos juzgados pre- 
via audiencia de la comunidad autónoma afectada v dcl 
Consejo General del Poder Judicial. Pues bien, en este 
caso, lo que se consigna en el artículo 8 del provecto en 
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discusión es que la sede de los juzgados de vigilancia pe- 
nitenciaria se establece por el Gobierno, oídos precepti- 
vamente la comunidad autónoma afectada y el Consejo 
General del Poder Judicial. 

Nosotros formulamos, frente a esta tesitura legal, el 
contenido de una enmienda que diría lo siguiente: ((Cuan- 
do la competencia esté atribuida a la comunidad Autó- 
noma, el establecimiento de la sede de los Juzgados dc Vi- 
gilancia Pernitenciaria corresponderá a ésta, oídos pre- 
ceptivamente el Gobierno y el Consejo General del Poder 
Judicial. 

Tengo que reiterar que cuando me he referido al artícu- 
lo 95, en su apartado 2, y a la facultad que concede la Lev 
orgánica del Poder Judicial al Gogierno para establecer 
la sede de los juzgados me refiero a los juzgados de vigi- 
lancia penitenciaria precisamente. Pero, ¿qué sucede en- 
tre el hecho de que en la ley orgánica se consignase esta 
facultad al Gobierno y que ahora se reitere otra vez en la 
ley que estamos discutiendo? Es que, en el intervalo se in- 
terponen los estatutos de autonomía. Es que el Estatuto 
de Autonomía de Galicia, concretamente, dice en su ar- 
tículo 20, apartado primero, que corresponde a la comu- 
nidad autónoma ejercer todas las facultades que las leyes 
orgánicas del Poder Judicial y las del Consejo General del 
Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno. Por 
tanto, si en la primera ley era correcto expresarlo así, y 
era una facultad atribuida al Gobierno, pero que, a su vez, 
en virtud del juego del estatuto de autonomía, tenía que 
ser devuelta a la comunidad autónoma para su ejercicio, 
ahora, al consignarlo en esta Ley de Planta y Demarca- 
ción nos podemos encontrar con el hecho de que se diga 
que según Estatuto de la Comunidad Autónoma de Gali- 
cia, pongo por caso -porque hay más que tienen un con- 
texto parecido-, aquellas competencias que la Lev Orgá- 
nica del Poder Judicial o la Ley del Consejo General atri- 
buyan al Gobierno pueden ser ejercitadas por las corres- 
pondientes comunidades. Pero aquí se trata de la Lev de 
Demarcación y Planta v en ella esta facultad no corres- 
ponde a la comui-iidad autónoma. Con lo cual, con una 
suerte de correlato lateral, hemos llegado a la conclusión 
de que negamos una competencia originariamente esta- 
blecida cn los estatutos de autonomía en favor de la co- 
munidades autónomas. Tal es el sentido de la enmienda 
que aquí defendemos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Muchas 
gracias, señor Pardo Montero. Para la defensa de las en- 
miendas números 450 v 45 1 ,  en nombre del Grupo Parla- 
mentario Vasco, tiene la palabra el señor Zubía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Tuvimos va ocasión 
de hacer una relación de conjunto con motivo del debate 
de totalidad que tuvo lugar en la Cámara hace escasas se- 
manas. Y hoy, obviamente, es absolutamente válido, tras 
el fugaz paso que ha tenido el presente provecto en la Po- 
nencia, todo lo que entonces decíamos. Decíamos, ? Iógi- 
camcnte tenemos que ratificarnos, que este provecto ve- 
nia a la Cámara con un retraso superior a los dos anos, 
retraso que, evidentemente, por mucho que ahora corra- 

mos, es imposible, por supuesto, de recuperar. Y además, 
en cste momento vo quisiera añadir que, a pesar del re- 
traso evidente que se ha producido en la presentación de 
este provecto a esta Cámara, quizá curiosamente éste no 
es el mcjor momento para tramitarlo. Y lo digo por cuan- 
to que es inminente la entrada también en ega  Cámara 
de una serie de provectos ya aprobados por el Consejo de 
Ministros el pasado viernes, y que afectan o reforman ma- 
teria procesal, siendo evidente que estos proyectos de re- 
forma procesal van a tener una gran incidencia en la plan- 
ta y demarcación. 

En definitiva, lo que quiero dejar sentado es que hubie- 
ra sido más beneficioso que el debate hubiera tenido lu-  
gar de una sola vez. Pero, en cualquier caso, como digo, 
tras el fugaz paso del proyecto por el trámite de Ponen- 
cia, realmente es válido lo que entonces manifestábamos 
y ,  por supuesto, a ello tengo que remitirme. Decíamos 
también entonces, y lo tengo que ratificar ahora, que este 
proyecto, a pesar de que a algunos les pueda gustar; no 
es precisamente un dechado de respeto con las competen- 
cias estatutarias. Es este un debate que ya se abrió aver; 
prácticamente yo diría que incluso se cerró, según mani- 
festaba el portavoz socialista, sefior Cuesta. Tengo que 
agradecer, por supuesto, también la ayuda que en ese sen- 
tido mc prestaba cl Presidente de la Cámara, pero creo 
que en cualquici- caso va a s q  innecesario por cuanto que 
veo clara la voluntad mavoritaria de dejar cerrado el ca- 
pítulo autonómico. Y bien es cierto que precisamente mi 
Grupo tiene buena partc de sus enmiendas dirigidas en 
este campo, máxime cuando estimamos que en este pro- 
yecto se mantienen lo que nosotros entendemos que son 
errores que ya venían en la Lcv orgánica dcl Poder Judi- 
cial, ley que no podemos olvidar se halla recurrida, entre 
otros, por el Gobierno vasco en una buena parte de su ar- 
ticulado, y que se encuentra aún pcndiente de sentencia. 

En cualquier caso, v aún a sabiendas de cuál va a ser 
cl resultado de las enmiendas, siquiera brevemente sí me 
vov a remitir a las dos que en concreto se refieren a este 
Título 1, de la demarcación judicial, y más concretamen- 
tc al Capítulo 11, de la sede de los órganos judiciales. 

En concreto, la primera enmienda, como decía el señor 
Presidente, es la número 450, que afecta al artículo 8 del 
proyecto, que dictamina que la sede de los juzgados de vi- 
gilancia penitenciaria será establecida por el Gobierno, 
oídos prcceptivaincntc la comunidad autónoma afectada 
v el Consejo General del Poder Judicial. No tenemos nin- 
guna objeción que realizar, por supuesto, a esta redac- 
ción, pero sí entendernos que es preciso un párrafo com- 
plementario que diga que la determinación de la sede de 
dichos juzgados se cstablcccrá por la comunidad autóno- 
ma, oído tambikn preceptivamente el Consejo General del 
Poder Judicial, cuando aquclla -la comunidad autóno- 
ma- tenga atribuidas estatutariamente Competencias so- 
bre provisión de medios materiales v económicos para el 
funcionamiento de la Administración de justicia. 

Efectivamente, esta enmienda nos parece que es cohe- 
rente con la competencia que determinadas comunidades 
autónomas tienen atribuida en cuanto a medios de in- 
fraestructura de los órganos jurisdiccionales v ,  en concrc- 
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to, en lo que a nuestra comunidad autónoma se refiere, 
me remito al artículo 35.3, en conexión con el artículo 13, 
que hago gracia a SS. SS. de leer por cuanto que prácti- 
camente es del mismo tenor que el Estatuto gallego que 
acaba de ser referido por el señor Pardo. 

Añado también desde ahora que no me es válido ni es 

preciso que se me haga una referencia al artículo 35 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto que obvia- 
mente es uno de los artículos que se encuentran en este 
momento recurridos por el Gobierno vasco al Tribunal 
Constitucional. Y lo que sí creo oportuno es decir, por su- 
puesto, que acepto lo que ayer ya se decía por el portavoz 
socialista con relación a que los términos de los estatutos 
hay que interpretarlos dentro del marco genérico de la 
Constitución. Pero me da la sensación de que en ocasio- 
nes no se trata precisamente de interpretar, sino simple- 
mente de leer. Sinceramente yo, a la vista del artículo 13 
del Estatuto de Autonomía Vasco y del artículo 35.3 al 
que me refería hace un momento, creo que no cxiste nin- 
guna interpretación posible más que la que se ha dado. 
Y, desde luego, no quiero pensar que se esté queriendo in- 
dicar que el estatuto es anticonstitucional, y muchísimo 
menos que en ocasiones se pueda tener la tentación de 
pensar que los estatutos son preconstitucionales. No po- 
demos olvidar, lamentablemente, que los estatutos son 
posteriores a la Constitución y que, consecuentemente, su 
texto algo tiene que querer decir. 

En definitiva, esta enmienda al artículo 8, la razón de 
ser que tiene únicamente es en base a la competencia que 
tienen atribuidas las comunidades autónomas en materia 
de medios de infraestructura, y además, en el caso que 
nos ocupa, y habida cuenta de que estamos hablando en 
concreto de juzgados de vigilancia penitenciaria, tiene su 
razón de ser en que hav también comunidades autónomas 
que detentan competencias en virtud de sus propios esta- 
tutos en materia de instituciones penitenciarias y de eje- 
cución de la legislación penitenciaria del Estado. 

Por otra parte, la enmienda número 45 1 ,  que es la se- 
gunda y última que nuestro Grupo tiene presentada a cstc 
Título 1,  Capítulo 11, hace referencia al artículo 10, que en 
su punto 1 establece que la determinación del edificio o 
edificios sede de los órganos judiciales v dc aquel en que 
deban constituirse cuando se desplacen fuera de su sede 
habitual, conforme preve cl artículo 269 de la Ley orgá- 
nica del Poder Judicial, es competencia del Ministerio de 
Justicia o de la comunidad autónoma rcspcctiva. Esto es 
lo que dice en su redacción actual el artículo 10: del Mi- 
nisterio de Justicia o de la comunidad autónoma respec- 
tiva. Esta redacción, con todos los respetos, nos parece 
que da un carácter alternativo a esa competencia de de- 
terminación del edificio sede, cosa que creo pensar que 
no es realmente la intención que existe. Es por ello por lo 
que nosotros proponemos una redacción que deje bien a 
las claras que no es una competencia alternativa, sino que 
existen casos en los que realmente es competencia del Mi- 
nisterio de Justicia, ? otros cn que es precisamente com- 
petencia de la comunidad autónoma. 

Por ello, estableceríamos dos párrafos diferenciados 
dcntru de ese punto 1 : Uno primero, tal v como está la re- 

dacción actual, pero haciendo, lógicamente, abstracción 
de la referencia a la comunidad autónoma. Y otro segun- 
do, que dijera que, no obstante, si la comunidad autóno- 
ma tuviera atribuidas estaturiamente Competencias, tal 
determinación corresponderá a sus órganos competentes. 
Con lo cual creemos que se resuelve ese problema de ca- 
rácter alternativo que parece desprenderse de la redac- 
ción actual del proyecto. 

Y finalmente, en esta enmienda al artículo 10.1, nues- 
tro Grupo pretende añadir un nuevo párrafo, también a 
este punto, en virtud del cual se establezca que, en todo 
caso, previamente a la adopción de la decisión, sea oído 
preceptivamentc el Consejo General del Poder Judicial. 
Nos parece bueno ese trámite de audiencia prcvia del 
Consejo General del Poder Judicial. Por otra parte, el pro- 
pio Consejo General del Poder Judicial nos lo pedía en el 
informe que tuvo ocasión de realizar al anteproyecto pre- 
vio que se sometió a su consideración. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Queda 
pendiente la enmienda número 18, del señor Azcárraga, 
del Grupo Mixto. 

El señor MARDONES SEVILLA: Sc había dicho que 
quedaba mantenida para votación. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): De 

Para turno en contra, tiene la palabra el señor Cuesta. 
acuerdo. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Voy a consumir un tur- 
no de oposición en términos más breves que los usados 
en la sesión de ayer, v empezaré diciendo que, aceptadas 
las matizaciones que el señor Bernárdez ha hecho, yo creo 
que no estamos en un ((diálogo de besugos,, sino que de 
alguna forma estamos ya en variaciones sobre el mismo 
tema. Por consiguiente, no voy a estenderme en fijar la po- 
sición del Grupo Socialista en contra de la mayor parte 
de las enmiendas defendidas en este trámite. 

El primer bloque de enmiendas afecta al problema de 
la fijación de la sede del Tribunal Superior de Justicia. 
Creemos que el texto del proyecto es más acorde con la 
recta interpretación que debe hacerse de las disposicio- 
nes adicionalcs segunda v tercera dc la Lcv Orgánica del 
Poder Judicial, que, como SS. SS. saben, establecen que 
la sede de los Tribunales Supcrioivs de Justicia se fije, en 
primer lugar, por los estatutos de autonomía; en segundo 
lugar, en aquellos casos de comunidades con dos audien- 
cias territoriales, donde hayan dicho las instituciones de 
autogobierno de las propias comunidades autónomas con- 
forme a su estatuto; en tercer lugar v en el caso tambien 
de las Comunidades autónomas con dos audiencias terri- 
torialcs, en la sede de la audiencia territorial que indique 
una iev de la comunidad autónoma, es decir, de su Par- 
lamento o Asamblea legislativa; en cuarto lugar, v en de- 
fecto de Estatuto, en la sede de la audiencia territorial 
existente a la entrada en vigor de la Lev Orgánica del Po- 
der Judicial, v en los demás casos en la capital de la co- 
munidad autónoma, es decir, en una ciudad donde el pro- 
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pio estatuto o las instituciones de autogobierno de la co- 
munidad autónoma hayan decidido fijar esa capital. 

Por consiguiente, creemos que no hay desprecio por las 
facultades de las comunidades autónomas y, en segundo 
lugar, que el articulado, a la hora de regular la fijación 
de la sede del Tribunal Superior de Justicia, es mucho 
más acorde con las disposiciones adicionales segunda y 
tercera de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Han sido a su vez defendidas por el Grupo Popular en- 
miendas, en este caso al apartado 2 del artículo 7, en re- 
lación con el problema de la sede del Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla y León en Burgos, y no voy a rea- 
brir el debate de ayer, simplemente voy a recordar dos 
matices: primero, que esta ley no fija, en el caso del resto 
de las comunidades autónomas, la sede expresa del resto 
de los Tribunales Superiores de Justicia, y segundo, que 
tampoco tiene por qué estar permanentemente a expen- 
sas, si se hiciere lo contrario, de que cualquier modifica- 
ción introducida en la legislación de la comunidad autó- 
noma, por ejemplo de Castilla y León, obligara a una mo- 
dificación de este proyecto de ley, a recoger de manera ex- 
presa no los criterios para la fijación de sede, sino la in- 
dividualización de ésta. 

Se ha planteado a continuación el problema de las au- 
diencias y juzgados provinciales, aunque la mayor parte 
de las enmiendas se refieren a los juzgados de vigilancia 
penitenciaria. En este sentido, han sido defendidas las en- 
miendas 146 del Grupo Liberal, 450 del PNV, que man- 
tiene criterios similares, y 133 del señor Bernárdez, que 
igualmente mantiene criterios similares. En este caso, 
volviendo a la tesis de que estamos en variaciones sobre 
el mismo tema, el señor Pardo Montero nos ha hecho de 
nuevo una argumentación sobre el problema autonómi- 
co. Yo creo que ese tema ayer fue cumplidamente respon- 
dido, por supuesto no con capacidad de convicción res- 
pecto al señor Pardo Montero ni probablemente a otros 
de SS. SS., pero sí con voluntad al menos de convencer. 

Quiero recordar de todas formas que en esta materia 
de fijación de la sede de los juzgados de vigilancia peni- 
tenciaria es de aplicación estricta, aunque se defienda la 
posibilidad de que no se recuerde este extremo, el tenor 
del número 2 del artículo 95 de la Ley Orgánica del Po- 
der Judicial, cuando dice que el Gobierno establecerá las 
sedes de estos juzgados previa audiencia de la comunidad 
autónoma afectada y del Consejo General del Poder Judi- 
cial. Por consiguiente, la comunidad autónoma tiene un 
grado de participación importante, sobre todo cobra más 
virtualidad en el caso de aquellas Comunidades autóno- 
mas que tienen competencias en materia penitenciaria, y 
en esa filosofía de propiciar la cooperación interadminis- 
trativa se faculta a que las comunidades intervengan con 
informe previo, con audiencia previa, en la fijación de la 
sede de los juzgados de vigilancia penitenciaria. 

Por tanto, el número 3 del artículo 8 de este proyecto 
es claramente acorde con el número 2 del artículo 95 de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial. No obstante, yo sim- 
plemente quisiera recordar, con referencia a la interven- 
ción del señor Pardo Montero, que en algunos extremos 
no la he podido entender en su plenitud, por cuanto yo la 

creía referida a la enmienda 146, que es la relativa estric- 
tamente al problema de la sede de los juzgados de vigi- 
lancia penitenciaria. Según su enmienda, parece que re- 
produce los extremos del debate de ayer, por cuanto es- 
tima que ello es estricta competencia de las comunidades 
autónomas cuando así lo dispongan sus estatutos. 

Colateralmente quiero, sin reiterar argumentos de ayer 
y en relación con la intervención del portavoz del Grupo 
Vasco, resumir que por parte del Grupo Socialista n o  se 
ha afirmado en ningún momento que los estatutos de au- 
tonomía sean inconstitucionales. Aver dejábamos claro 
que en algunos casos los estatutos de autonomía han re- 
gulado una serie de realidades ((per saltumn, pero que la 
Constitución es clara y taxativa, que los estatutos de au- 
tonomía en todo caso tienen un rango sensiblemente in- 
ferior a la propia Constitución dentro de la ,jerarquía nor- 
mativa v que deben ser completadas las disfuncioncs in- 
terpretativas a la luz de la propia Constitución. Es decir, 
que los estatutos de autonomía deben ser interpretados 
teniendo en cuenta y usando como base primordial el te- 
nor constitucional. 

Que nos recuerden en este trámite que una serie de ar- 
tículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial están re- 
curridos en inconstitucionalidad por instituciones de co- 
munidades autónomas no significa -creo que es un lema 
que hemos dejado claro con motivo del debate de totali- 
dad- que deba desprenderse necesariamente u n  cfccto 
paralizante de cualquier Icv posterior que desarrolle la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, máxime cuando la figu- 
ra del recurso previo de inconstitucionalidad ha desapa- 
recido del ordenamiento jurídico español. Por tanto, no 
podemos aceptar que se aplique la máxima de que todo 
lo que  esté recurrido por sí va sea inaplicable. Nosotros, 
sosteniendo la constitucionalidad v entendiendo que la 
Lev Orgánica del Poder Judicial está en vigor v ticnc to- 
das las garantías de seguir estándolo, creemos que debe 
ser tenida en cuenta, v siendo el proyecto de Iev de Plan- 
ta v Demarcación un desarrollo de la Lcv Orgánica del Po- 
der Judicial,, debe atenerse, respetar y contener disposi- 
ciones literalmente o en espíritu similares o en desarro- 
llo, pero que no contravengan ni contradigan el tenor de 
lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

A continuación, hay un bloque de enmiendas, en con- 
creto las del Grupo Vasco y del Grupo Popular (cstov ha- 
blando de las enmiendas 451 v 264 del Grupo Popular), 
que hacen mención al problema de las competencias del 
Gobierno en materia de dotaciones a la Administración 
de justicia. 

En esta materia nosotros ofrecemos una enmienda tran- 
saccional. Creemos, una vez más, que el articulo 10 del 
proyecto es más acorde con el artículo 37 de la Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial, pero estamos dispuestos a ofre- 
cer una redacción transaccional, en este caso recogiendo 
la terminología de la enmienda 264 de Alianza Popular v 
en relación con el artículo 10.1. Iniciaríamos su redacción 
de la siguiente manera: «La determinación del edificio, 
edificios o inmucbles sede de los órganos judiciales, v de 
aquéllos en que deban constituirse cuando se dcsplaccn 
fuera de su sede habitual, conforme prcvi. cl artículo 269 
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de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es competencia del 
Ministerio de Justicia o de la Comunidad Autónoma rcs- 
pectiva. Cuando se trate de Juzgados de Paz, la detcrmi- 
nación del edificio se efectúa a propuesta del respectivo 
Ayuntamiento.)) 

Es decir, que modificaríamos la actual redacción del ar- 
tículo 10, introduciendo ios tkrminos ((edificio, edificios o 
inmuebles)), ¿Por quk no podemos estimar en su literali- 
dad la redacción de la enmienda 264? Porque, en efecto, 
esta enmienda podría producir un equívoco, v es que el 
uso exclusivamente de la expresión ((sede)), sin otras ma- 
tizaciones, y sobre todo sin otras referencias a las posibi- 
lidades que abre la aplicación del artículo 269 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, pudiera inducir a que sólo 
es competencia del Ministerio de Justicia o, en su caso, 
de la comunidad autónoma la fijación de la sede, pero no 
la fijación de los locales donde se desplacen los tribuna- 
les, los órganos jurisdiccionales, en aplicación de lo dis- 
puesto en el artículo269. Para evitar precisamente ese 
equivoco creemos que es importante mantener la reíeren- 
cia al artículo 269 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Por tanto, de la enmienda 264, como transaccional asu- 
miríamos la introducción en el texto del provecto, en el 
párrafo 1 ,  de las expresiones ((edificio, edificios o inmuc- 
bles sede de los órganos judiciales., pero sin eliminar el 
resto del contenido ni, por supuesto, esa referencia al ar-  
tículo 269 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

También quisiera hacer «in vote» una corrección me- 
ramente gramatical; ya no recuerdo si lo habíamos csti- 
mado también en Ponencia, pero de todas formas, si no 
fuera así, porque no lo he visto en el informe, lo planteo 
en este trámite, y es que en el número 3 del artículo 8 dc- 
bería sustituirse la expresión <(preceptivamente» por la 
de «previamente)), que es lo que haría este número 3 del 
artículo 8 mucho más ajustado al tenor del artículo 95 de 
la Lcy Orgánica del Poder Judicial. 

En lo demás rechazaríamos el resto de las enmiendas 
defendidas en este trámite. * 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Me 
temo que  quieren turno de ri.plica. ¿Todos los Grupos que 
han intervenido? (Pausa.) 

El señor Mardones tiene la palabra. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muv brevemente, sc- 
ñor Presidente, porque he entendido que en la cordiali- 
dad del Portavoz Socialista, señor Cuesta, n o  ha habido 
ninguna referencia explícita a mi enmienda. N o  si. si me 
ha englobado en el primer turno de intervenciones en lo 
que se refería a la sede de los Tribunales Superiores de 
Justicia cuando ha comenzado citando a mi compañero 
del Grupo Mixto, el señor Bcrnandcz. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna Goneálcz): Señor 
Mardones, se está excluyendo personalmente del turno de 
réplica, porque si no ha habido argumcntación en contra 
de sus enmiendas, difícilmente le puedo conceder este 
turno. 

Quiero que comprendan SS. SS. que esta ley la Ileva- 

mos con muchísimo retraso en cuanto a las previsiones 
de tiempo. Señor Mardones, el turno de réplica está muy 
bien tasado v previsto en el Reglamento. Si S.  S.  no ha 
sido contradicho, difícilmente le puedo conceder ese tur- 
no. 

El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente, en- 
tonces pediría al señor portavoz Socialista que me diga 
en este momento si ha sido o no aceptada mi enmienda 
por él, para yo  saber a qué atenerme en mis argumentos, 
porque si no, todo el discurso dialéctico cae por su base, 
llegaríamos al absurdo ... 

El sefior VICEPRESIDENTE (Luna González): Señor 
Mardones, el señor Portavoz del Grupo Socialista, al fi- 
nal de su intervención, ha dicho que las demás enmien- 
das eran rechazadas por el Grupo Socialista. Por consi- 
guiente, la posición respecto de su enmienda ha sido 
fijada. 

N o  tiene usted la palabra, por tanto, ya en este mo- 
mento. 

El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente, so- 
licito la palabra para poder replicar entonces a los argu- 
mentos que por extensión, por no  implícitos, le tengo que 
atribuir al sctíor Portavoz Socialista. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Señor 
Mardones, brevemente utilice usted el turno, pero que 
conste que en derecho no le corresponde. (El señor Presi- 
dente ocupa la Presidencia.) 

El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor Prcsi- 
dcnte, v no voy a entrar en discutir ese aspecto. 

Señor portavoz, mis argumentos estaban fundamenta- 
dos en lo que va dije expresamente v en lo que viene im- 
plícito en el Estatuto de Autonomía de Canarias. Yo le pe- 
diría que en los trámites posteriores que tenga este pro- 
vecto de  ley, sobre todo en el Senado, v en lo que pueda 
resultar dcspucs de que alguna enmienda haya sido acep- 
tada allí v otra vez aquí, en el Congreso de los Diputados, 
se fije en lo que impregna el Estatuto de  Autonomía de Ca- 
narias, tanto en cuanto a derecho, en la Sección IV, res- 
pecto de la Administración de Justicia, cuando viene a dc- 
finir el rango, la categoría y las.competencias del Tribu- 
nal Superior de Justicia de Canarias, como en lo que vie- 
ne siendo actualmente el sistema de I'uncionamicnto de 
la Administración de Justicia en el archipit!lago. 

Si el artículo 25 del Estatuto de Autonomía de Cana- 
rias señala como ámbitos competenciales fundamentales 
de su jurisdicción el orden civil, el orden penal y social y 
el orden contencioso administrativo, esto rcllcjado en las 
Salas existe equitativa e igualmente tanto en la Audien- 
cia Territorial de Santa Cruz de Tcnerilc. Por eso, en re- 
lación con 10 que dice el Estatuto de Autonomía respecto 
del Gobierno de Canarias v respecto de  la capitalidad dcl 
archipiEIago de la comunidad autónoma, que los señala 
claramente como capitalidad compartida v cómo Gobier- 
n o  que altera periódicamente su sede, nosotros lo extcn- 
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díamos a la Administración de justicia, concretamente re- 
ferido al Tribunal Superior. Pedía únicamentc que esta 
consideración por parte del partido mavoritario fuera 
consecuente y congruente para tener así armonizadas en 
Canarias las capitalidades y las sedes de todos los órga- 
nos jurisdiccionales de la Administración: civil, de justi- 
cia, etcétera, para que aquello funcione sin agravios com- 
parativos y no tengamos elementos que dinamicen proce- 
sos de enfrentamiento en los que históricamente los ca- 
narios con sensatez y sentido común estamos declinando 
entrar. Sencillamente los principios de equilibrio v de re- 
parto son íos que vienen a garantizar, como traía el esta- 
tuto de autonomía, esta cuestión que nosotros pedimos, 
que son aspectos formales; porque en el fondo van a cons- 
tituir nada más que puramente aspectos formales, va qur 
el funcionamiento de ambas audiencias provinciales es 
exactamente el mismo en cuanto a composición y contc- 
nido, como ya he reiterado, en la Sala. Es únicamentc nor- 
malizar una cuestión que queremos que en política este 
plenamente asumida v normalizada en  Canarias. 

El señor PRESIDENTE: El señor Bernándcz Alvárez, 
tiene la palabra. Les ruego la máxima brevedad y ,  sobre 
todo, que no reiteren argumentos. Si es de replica o de 
contestación, es lógico, pero para reiterar los argumentos 
ya expuestos no tiene demasiado sentido la intervención. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. Si iba por mí, no creo que vo sea muv 
reiterativo. 

Simplemente quería pedirle al portavoz socialista que, 
dado que en Galicia la sede del Tribunal Superior de Jus- 
ticia está fijada por la llamada Ley de fijación de Sede de 
las Instituciones autonómicas, me respondiese si los Par- 
lamentos autonómicos son unos entes a los que dejamos 
jugar a que hagan leyes, pero luego esas leyes no sirven 
para nada. 

El senor PRESIDENTE: El señor Pardo Montero tiene 
la palabra. 

El señor PARDO MONTERO: Yo trato de convencer al 
señor Cuesta y en esta ocasión me ha dicho que no me ha- 
bía comprendido. Sin duda yo no  me he explicado bien. 
Vamos a ver, en román paladino: A mi última enmienda 
de ayer se me decía en síntesis por el señor Cuesta que, 
aunque tenía un texto exactamente igual al que figuraba 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial, no era procedente 
mantenerla, porque ya estaba contenida en dicha Ley. 
Esto es lo que sucede con el texto actual que la cninienda 
que formulamos pretende resolver. El texto actual artícu- 
lo 8, que estamos discutiendo en este momento, reprodu- 
ce exactamente el contenido de la Lev Orgánica del Po- 
der Judicial, en el apartado que hace referencia concreta 
a la enmienda que yo formulo. Por tanto, huelga la men- 
ción o puede traernos otra consecuencia directa, porque 
así como en el supuesto que comentábamos ayer en todo 
caso podría ser reiterante la posición de esta parte, pero 
no sería perjudicial en el sentido de derivarse consecuen- 

cias no queridas, en este caso concreto sí las hay, porque 
la Ley Orgánica del Poder Judicial alude a los juzgados 
de vigilancia penitenciaria v después dice textualmente 
que el Gobierno establecerá la sede de estos juzgados pre- 
via audirncia de la comunidad autonóma afectada v del 
Consejo General del Poder Judicial. 

Repito, el Estatuto de Galicia -v otros varios- dispo- 
nc en su artículo 20 que corresponde a la comunidad au- 
tónoma ejercer todas las facultades que, entre otras, la 
Lev Orgánica del Poder Judicial atribuye al Gobierno. Por 
tanto, esa facultad consignada en la Ley Orgánica para el 
Gobierno le corresponde por atribución directa a la co- 
munidad autónoma en virtud de su propio estatuto. ¿Qu& 
sucede si ahora reiteramos el precepto en este proyecto 
de ley? Como el texto literal del estatuto no dice que en 
la Ley Orgánica v en la lev de demarcación v planta, nos 
llcva a la duda de si se puede invocar. Como la ley de de- 
marcación v planta no está comprendida entre las que 
menciona el estatuto, ((crgo)) resulta que no es ejercitable 
por la comunidad autónoma esta competencia. (De dón- 
de emana la obligatoriedad de esta designación? ¿De la 
Ley Orgánica o de este proyecto de’ley que estamos dis- 
cutiendo? Es reiterativo y sobra. Por tanto, o se acepta la 
enmienda que pretende que en este supuesto también ac- 
túa la facultad competencia1 de los estatutos de autono- 
mía o no sirve. Alternativamente vo postule una cnmien- 
da « i n  vote» de supresión de este apartado porque, en de- 
finitiva, el contenido que recoge va lo tiene postulado la 
Lev Orgánica del Poder Judicial. Creo que ahora el señor 
Cuesta sí habrá entendido mi argumentación, aunque no 
la comparta. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Zubía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Sólo voy a emplear 
un minuto porque estoy seguro de la voluntad de conven- 
cimiento a que hacía referencia el señor Cuesta. otra cosa 
evidentemente es que lo haya conseguido, al menos en 
cuanto a este Diputado se refiere. 

Sin volver a entrar en el tema de la interpretación es- 
tatutaria, que como dice el señor Presidente ha sido ya de- 
bidamente debatido, creo necesario aclarar, al hilo de la 
intervención del senor Cuesta, que el hecho de que exista 
un recurso ante el Tribunal Constitucional no debe pro- 
ducir un efecto paralizante. Yo no he dicho eso. Estoy ple- 
namente de acuerdo en que no tiene por qué ser parali- 
zante el hecho de que exista un recurso, pero ya no estoy 
de acuerdo, porque desconozco a lo que ha querido refe- 
rirse, en que existen garantías de que siga en vigor la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. Mi Grupo no tiene ninguna 
garantía ni en un sentido ni en otro, pero demos tiempo 
al tiempo y veremos lo que en su día ocurre. Lo que que- 
remos decir es sencillamente que el presente proyecto, al 
igual que en su día la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
no preserva en la forma debida el ejercicio de las compe- 
tencias estatutarias. Consecuentemente con ello, tenemos 
un pie forzado en muchísimos artículos de esta ley con 
respecto a la Ley Organica del Poder Judicial. 
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Voy a hacer una brevísima referencia a nuestra enmien- 
da al artículo 8, que trataba de modificar la redacción del 
número 3, que viene motivada por la modificación que 
propone el Grupo Socialista de sustituir el término «pre- 
ceptivamenten por el de «previamente.. Es evidente que 
mejora la redacción, pero no es suficiente para que poda- 
mos retirar nuestra enmienda. Tendremos que mantener 
la enmienda 450 al artículo 8.3. 

No hay necesidad de hacer ninguna referencia a nues- 
tra enmienda 451, al artículo 10.1, por cuanto que ha sido 
rechazada sin más. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Huidobro. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: N o  trato de contestar a la 
réplica que se ha hecho de nuestras enmiendas, puesto 
que es un tema que quedó cerrado ayer, al igual que a la 
propuesta de transaccional sobre nuestra enmienda 264. 
Creo que con la introducción de la palabra «inmueble», 
además de «edificios», no se aclara nada. En todo caso, 
lo único que se añade a este artículo es que la sede, ade- 
más de establecerse en un inmueble urbano puede hacer- 
se en un inmueble rústico; es decir, en una finca. Noso- 
tros lo que decimos es lo contrario, que además del edi- 
ficio se pueda establecer la sede en algo más pequeño, en 
una parte de él o en un local. Por esa parte, no conside- 
ramos que sera una transaccional sino todo lo contrario. 
De todas maneras, lo que no se recoge en la enmienda es 
lo más importante y es que en el artículo 37 dice que 
corresponde al Gobierno proveer. Esto supone una obli- 
gación para el Gobierno, y lo que se deduce del artícu- 
lo 10 es que la determinación del edificio o edificios su- 
pone una competencia para el Ministerio, sin que de aquí 
resulte que tiene la obligación correspondiente de proveer 
al edificio. El Gobierno dice próngase la sede en ese edi- 
ficio o en ese local, según nuestra teoría, y ya veremos 
quién lo paga. Lo que se deduce de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial es que el Gobierno, establezca donde esta- 
blezca la sede, es el que tiene que proveer y tiene que pa- 
gar por algún procedimiento, o la comunidad autónoma 
en su caso, ese edificio. Esa es la diferencia importante 
de nuestra enmienda. Creemos que la transaccional no re- 
coge el espíritu de las dos partes de nuestra enmienda, 
por lo que no podemos aceptarla. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra para con- 
trarréplica el señor Cuesta. 

El señor CUESTA MARTINEZ: En relación a las ma- 
nifestaciones del señor Mardones, quiero aclarar que en 
mi intervención anterior rechazando todas las enmiendas 
hacía mención a la 192, del Grupo Mixto, relativa a la 
sede del Tribunal Superior de Justicia en Canarias. Hice 
una argumentación genérica, porque esa enmienda era en 
su filosofía claramente coincidente con aquellas otras que 
reivindicaban una redacción distinta y un nivel compe- 
tencial diferente para la fijación de la sede de los tribu- 
nales superiores de justicia. Por tanto, en mi intención de 

no entrar pormenorizadamente en el análisis de distintas 
regiones o comunidades autónomas, he preferido hacer 
una intervención general. De todos modos quiero dejar 
claro a S .  S. que en este proyecto de ley de planta y de- 
marcación judicial estamos aplicando los criterios de fi- 
jación de sedes que establece la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. Creemos que este proyecto de ley se ajusta cla- 
ramente a esos criterios que están perfectamente defini- 
dos, y no voy a volver a ellos porque ya he realtado en mi 
intervención anterior el contenido de las hipótesis de he- 
cho que contemplan las disposiciones adicionales segun- 
da y tercera de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y creo 
que no hay en el proyecto ni en dicha Ley, en materia de 
fijación de sedes, una especial animadversión o intención 
de dejar al margen a las comunidades autónomas, desde 
el momento en que se afirma en la Ley Orgánica del Po- 
der Judicial como primera declaración general, que la 
sede de los tribunales superiores de justicia estará en el 
lugar que indiquen los estatutos de autonomía. 

El señor Bernárdez nos ha planteado si tienen compe- 
tencias los parlamentos de las comunidades autónomas 
para hacer leyes que fijen las sedes de los tribunales su- 
periores de justicia. Yo le contesto afirmativamente pero 
con una matización: en los términos que establece la Ley 
Orgánica del Poder Judicial y la Constitución española. 

La segunda intervención del señor Pardo Montero la he 
comprendido, pero está en un alto grado de repetición de 
los argumentos de ayer, porque nos dice que estamos re- 
produciendo literalmente en el artículo 8 el tenor del ar- 
tículo 9 5  de la Ley Orgánica del Poder Judicial. En efec- 
to, no hay una reproducción literal, pero sí hay una re- 
producción de contenidos en el artículo 8 de este proyec- 
to. Ayer también dije que no es mala técnica legislativa 
reproducir contenidos, siempre y cuando quien dicte esa 
reproducción y esa disposición -así lo ha dicho el Tribu- 
nal Constitucional- sea aquel que tenga la competencia 
para ello. Lo contrario pudiera significar una confusión 
no solo de rahgo legislativo sino incluso en torno a la vir- 
tualidad o no de modificación de esas disposiciones pos- 
teriores en relación con las anteriores. 

El señor Pardo Montero completa su intervención en 
torno a la reivindicación de la competencia autonómica 
citándonos el tenor del estatuto de autonomía gallego. 
Quiero reproducirle los argumentos de ayer ya muy sin- 
téticamente. En primer lugar, el artículo 152.1 de la Cons- 
titución en su párrafo segundo deja claramente estableci- 
do la participación de las comunidades autónomas en la 
organización de las demarcaciones territoriales, usando 
literalmente la expresión «de conformidad con lo previs- 
to en la Ley Orgánica del Poder Judicial)). Por tanto, debe 
ser ajustada a esta ley orgánica, conforme establece la 
propia Constitución. Por otro lado, he de dejar bien clara 
la existencia del artículo 149.1.5 de la propia Constitución 
española, que dispone que la Administración de justicia 
es competencia exclusiva de la Administración central. A 
no ser que por los términos de Administración de justicia 
el senor Pardo Montero entienda otra cosa. 

En relación al señor Zubia, yo no he dicho que tenga ga- 
rantías de que va a seguir en vigor la Lcv Orgánica del 



Poder Judicial como consecuencia del pronunciamiento 
que en su día haga el Tribunal Constitucional en torno a 
los recursos de inconstitucionalidad. Esa no ha sido mi 
afirmación. He dicho que tengo el convencimiento de la 
constitucionalidad, como tiene que ser, y es lógico, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial. Y convencimientos apar- 
te, lo que hoy tenemos en vigor es la Ley Orgánica del Po- 
der Judicial, que debe informar el contenido de la ley de 
planta y demarcación. Esta es  una lev ordinaria que no 
puede vulnerar ni modificar los contenidos de una Icv or- 
gánica anterior, porque serían inaplicables esas disposi- 
ciones que contradicen una ley orgánica anterior. 

Finalmente, en relación al señor Huidobro, si no accp- 
ta la transaccional, la retiro. De todas formas, entendía- 
mos que la expresión «inmucbles» es de carácter gen&-- 
co y permitiría abordar una scrie más amplia de hipótc- 
sis que la de «edificio o edificios., pensando en ubicacio- 
nes no delinidas ni ejecutadas, sino en la aplicación del 
principio de cooperación administrativa y en supuestos 
de gestión en que hubiese algún grado de participación 
en la construcción o en la dotación de medios a la Admi- 
nistración de justicia y hubiese que repartirse la decisión 
de la ubicación concreta de esa sede. En cualquier caso, 
entendiendo que la transaccional n o  va a ser aceptada, la 
retiro. 

El scñor PRESIDENTE: Tiene la palabra el scnor 
Huidobro. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Señor Presidente, me ha 
convencido el señor Cuesta de que la palabra <(inmucblcs» 
por sí sola puede incluir hasta locales, solares, fincas rús- 
ticas, creo que es una expresión más completa y la accp- 
tamos, aunque no nos damos por satisl'echos en cuanto al 
resto del contenido,de la enmienda. 

El setior PRESIDENTE: De acuerdo. ( S e  entiende en- 
tonces por propuesta la enmienda transaccional? 

El señor CUESTA MARTINEZ: Mantcncmos la en- 
mienda transaccional, que en este momento trasladamos 
a la Mesa. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Senor Presidente, enten- 
demos que mejora el texto, pero no satisfacc nuestras 
aspiraciones. 

El señor PRESIDENTE: Está suficientemente csplica- 

Vamos a someter a votación las diferentes enmiendas. 
En primer lugar, la número 110, del señor Bantlrcs 

do; como toda transacción, señor Huidobro. 

Molct. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cinco: en contra, 18: abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a continuación a votación la enmienda nú- 

mero 192, del scnor Mardoncs. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 24. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos las enmiendas 132 v 133, del scnor Bernárdez. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho: en contra, 18; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos a continuación la enmienda número 197, del 

señor Tamamcs. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, seis: en contra, 18: abstenciones, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Someternos a votación las enmiendas 423, de los seño- 

res Huidobro v Aparicio v la enmienda 263, de Coalición 
Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 18; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos a continuación la enmienda 264, según la re- 

dacción transaccional aceptada, de Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 26; abstenciones, seis, 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Sometemos a votación la cnmicnda 83, del Grupo Par- 

lamentario del CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 18; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
A continuación sometemos a votación la enmienda nú- 

mero 146, del señor Pardo Montero. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho: en contra, 18: abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Someternos a votación las enmiendas números450 v 

451, del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, seis; en contra, 18; abstenciones, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rcchamdas. 
Por último sometemos a votación la enmienda núme- 

ro 18, del señor ALcárraga Rodero. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, seis: en contra, 18: abstenciones, ocho. 

El scnor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
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A continuación vamos a someter a votación la enmien- 
da « in  vocev del Grupo Parlamentario Socialista con re- 
lación al apartado 3 del artículo 8, que consiste en susti- 
tuir la expresión ((oídos preceptivamente)) por oídos pre- 
viamente)). 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por una- 
nimidad. 

A continuación vamos a someter a votación los diferen- 
tes artículos; lo vamos a hacer separadamente, adelan- 
tándome a lo que serán los deseos de algunas de SS. SS. 
En primer lugar votamos el artículo 6 y el título del ca- 
pítulo 11, «Sede de los Organos Judiciales)). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 26; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 6. 
A continuación votamos el artículo 7 ,  según el informe 

de la ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 18; en contra, ocho; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
A continuación sometemos a votación el artículo 8 con 

la enmienda va aceptada. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 20; en contra, dos; abstenciones, 10. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Sometemos ahora a votación el artículo 9. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 28; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Por último votamos el artículo 10. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 20; en contra, seis; abstenciones, ocho. 

El scñor PRESIDENTE: Queda aprobado, el artículo y 
con ello todo el capítulo 11 del Título 1. 

A continuación vamos a dictaminar el Título 11. De la 
planta judicial, Capítulo 1, «Planta de los Tribunales y 
Juzgados)), que compr'cndc los artículos 1 1  a 19, ambos 
inclusive. Siguiendo el mismo criterio anterior, vamos a 
dar la palabra en primer lugar al representante de la 
Agrupación de Diputados de la Democracia Cristiana, 
para la defensa de la enmienda núnicro 160, ya que la nu: 
mero 159 está aceptada en el inlornic de la Poncncia. El 
scñor Cavcro tiene la palabra. 

Artículos 11 

El scñor CAVERO LATAILLADE: La ciniiiiciida 1 S9 nos 

ha sido aceptada. Agradecemos esa aceptacibn generosa 
de la Ponencia. 

Unicamente voy a defender la enmienda número 160, 
que se refiere concretamente al apartado 2 del artículo 15. 
En dicho artículo, señor Presidente, señorías, se prevé que 
los juzgados que tengan sede en una capital de provincia 
sean servidos por magistrados, así como los juzgados del 
Anexo VI. Pues bien, señorías, nosotros proponemos a esta 
enmienda que no solamente sea en los juzgados que ten- 
gan sus sedes en capitales de provincia sino en los que ten- 
gan sus sedes también en poblaciones cabildos o consejos 
insulares. Creemos que dentro de la distribución autonó- 
mica aparecen unos órganos de Gobierno (algunos con 
tradición anterior incluso al propio proceso autónomico, 
como es el caso de los cabildos) que cl propio desarrollo 
del Título VI11 de la Constitución ha sido dignificando y 
al mismo tiempo concediéndoles una serie de competen- 
cias. Nos parece que aunque en la práctica puede que ello 
se produzca por el número de habitantes, no estaría de 
más que en la propia ley de demarcación y planta apare- 
cieran dignificadas y tratadas al mismo nivel que las ca- 
pitales de provincia aquellas ciudades que fueran sede de 
cabildos y de consejos insulares. Por ello, señorías, plan- 
teamos esta enmienda y consideramos que tiene cierta ra- 
cionalidad. En todo caso, tampoco va a suponer un au- 
mento excesivo de gastos, dado que probablemente nos 
estamos refiriendo a cinco sedes en el caso del archipié- 
lago canario y,  en el caso del archipiélago balear, a dos 
sedes. Por tanto, estamos pensando en siete sedes más que 
estarían servidas por magistrados, en el bien entendido 
que en alguna de ellas, como puede ser la isla de la Pal- 
ma, por la propia población estaría atendida por un ma- 
gistrado. Pero se trata, y con esto termino, señorías, de 
que al hacer referencia a las capitales de provincia digni- 
fiquemos a las sedes de los cabildos y de los consejos 
insulares. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das números 265 v 267 tiene la palabra el señor Huido- 
bro, por el Grupo Parlamentario Popular. La enmien- 
da 266 ha sido va aceptada por la Ponencia. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Efectivamente, la enmien- 
da 266 ha sido aceptada y nos quedan por defender las en- 
miendas 265 v la 267. 

La enmienda 265 pretende dar una nueva redacción a 
los números 2 v 3 del artículo 13. En Ponencia manifes- 
tamos nucstras dudas sobre si retirar o no esta enmien- 
da, puesto que las razones que se nos aducían para man- 
tener el texto del provecto nos parecían lógicas o que te- 
nían, al mcnós, una lógica en cuanto a la forma de cubrir 
estos puestos de magistrados en la sala de lo Civil y lo Pe- 
nal de los Tribunales Superiores de Justicia. Pero por mu- 
cha que sea nuestra simpatía o la posible afinidad que 
tengamos con esta enmienda, lo que sí tenemos que ha- 
cer en la redacción de la lev es atenernos a lo que dice la 
Lcv Orgánica del Poder Judicial en cuanto al nombram- 
nicnto de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, 
que con toda claridad dice en el artículo 330 que por cada 
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tres magistrados un« de ellos será propuesto por la comu- 
nidad autónoma. Si aceptáramos el texto del proyecto, no 
resultaría así en algunas ocasiones, porque por cada dos 
magistrados habría uno propuesto por la comunidad au- 
tónoma. Por no ajustarse a la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial, de la que este proyecto de ley es desarrollo, no nos 
queda más remedio que oponernos y mantener nuestra 
enmienda. 

La enmienda 267 trata de suprimir el aparato 3 del ar- 
tículo 19. En dicho apartado 3 se dice que la provisión de 
los juzgados de menores se hace mediante concurso que 
se resuelve a favor de quienes acrediten la especialización 
correspondiente en el Centro de Estudios Judiciales y ten- 
ga en mejor puesto en el escalafón y,  en su defecto, a fa- 
vor de los magistrados o jueces con mejor puesto en el cs- 
calafón. La razón de nuestra enmienda es que el artícu- 
lo 329.3 de la Lcy Orgánica del Poder Judicial hace una 
clarísima referencia a la forma como se deben cubrir es- 
tos puestos de los juzgados de menores, y que si se quiere 
establecer de manera permanente cuál es el criterio que 
se ha de seguir debe ser un desarrollo reglamentario. No- 
sotros no creemos que en esta ley de planta y demarca- 
ción, en algunos aspectos como el estatuto de personal, o 
la forma de provisión de vacantes, deba ser el desarrollo 
reglamentario dc la Ley Orgánica del Poder Judicial. Es 
ésa la razón que nos ha llevado a pedir la supresión de 
ese número 3, no por creer que sea incorrecto el criterio 
que en él se aplica, sino por estimar que lo que debc crear 
la Ley Orgánica del Poder Judicial es un desarrollo rcgla- 
mentario en cuanto al estatuto de personal o en cuanto a 
la manera de cubrir puestos v vacantes, y que esto sería 
una solución parcial que de ninguna manera viene a rc- 
solver los problemas que la Justicia ni tampoco el perso- 
nal de la Administración de Justicia tiene planteados. 

El señor PRESIDENTE: El señor Medrano tiene la pa- 
labra para defender la enmienda número 4. 

El señor MEDRAN0 Y BLASCO: Señor Presidente, 
aquí ha ocurrido una especie de deformación jurídica. Yo, 
pensando que la causa de la causa cs la causa del mal cau- 
sado, quería recurrir el anexo y recurrí el precepto cn el 
cual se sustenta el anexo. Por tanto, mi enmienda sc rc- 
fierc a cuestiones que son más propias de l  anexo, igual 
que las demás enmiendas que tengo. Mc da lo mismo de- 
fender ahora las tres, que como digo se refieren a los 
anexos, o esperar al momento en el que todo el niundo de- 
fienda las suyas, para no ser singular. 

El señor PRESIDENTE: Lo hará usted en e l  momento 
en que defendamos los anexos. 

El señor MEDRAN0 Y BLASCO: Dc todas formas, sc- 
ñor Presidente, no se olvide, para que no quede aparcada. 

El señor PRESIDENTE: Será fundamentalmente S. S. 
quien no olvide que tiene que defender esta enmienda. 

El señor Trías de Bes tiene la palabra para defender su 
enmienda, por el Grupo de Minoria Catalana. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
es una enmienda dc carácter más bien técnico, no tiene 
un trasfondo político. Se refiere al artículo 18 que trata 
de la planta de los juzgados de vigilancia penitenciaria. 
El tcxto de nuestra enmienda lo que pretende es que cs- 
tos juzgados de vigilancia estén provistos por jueces que 
acrediten una especialización. No hacernos sino reprodu- 
cir el texto que en el artículo siguiente, el 19 del proyec- 
to, se refiere a los juzgados de menores. Es decir, en el tex- 
to del provecto para los juzgados de menores sí exige que 
se acredite una especialización del Centro de Estudios Ju- 
diciales, en cambio esa exigencia no la prevé el proyecto 
para los juzgados dc vigilancia penitenciaria. Nosotros 
pretendemos quc tengan el mismo tratamiento en el tex- 
to los jueces de vigilancia penitenciaria que los jueces de 
menores. 

El señor PRESIDENTE: Por último, nos queda la en- 
mienda número 452,  del Grupo Parlamentario Vasco, 
PNV. (Pausa.) N o  estando presente la mantenemos a efec- 
tos de su votación. 

Para turno en contra tiene la palabra, en nombre del 
Grupo Parlamentario Socialisia, el sefior Cuesta. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Scñor Prcsidente, las 
enmiendas de este Capítulo 1 del Título 11 « D c  la Planta 
Judicial. hacen alusión básicamente a la planta del Tri- 
bunal Superior de Justicia; la enmienda del Grupo Popu- 
lar y la 159, de la Democracia Cristiana, que ha sido asu- 
niida en Ponencia. Por consiguiente cn primer lugar mc 
voy a referir a la enmienda 265, del Grupo Popular, que 
nosotros consideramos que provoca un efecto si acaso re- 
gresivo en relación a la presencia en la Sala de lo Civil y 
Penal del Tribunal Supcrior de Justicia de las comunida- 
des autónomas del número dc juristas a propuesta de las 
propias comunidades autónomas. Creíamos que había- 
mos convencido al Grupo de Coalición Popular porque en 
Ponencia quedaron en volver a pensar si retiraban o no 
su enmienda. La significación de la redacción del artícu- 
lo 13, apartados 2 y 3, tal como está es la siguiente. No 
hacemos una reproducción literal de lo dispuesto en el ar- 
tículo 330 dc la Ley Orgánica dcl Poder Judicial, pero sí 
hacemos una reproducción dc contenido en espíritu. Lo 
que ocurre es que, en efecto, la aplicación del artículo 330 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial genera una serie de 
problemas de plasmación práctica y ,  por tanto, deben ser 
resueltos a través de la vía de interpretación. Esta vía de 
interpretación debc ser sustentada en e l  contexto y en lo 
que ha sido la voluntad del legislador: garantizar cn todo 
caso en la Sala Civil y Penal del Tribunal Supcrior de Jus- 
ticia la presencia de un jurista dc reconocido prestigio 
propuesto por la comunidad autónoma. Y se dice, en efcc- 
to, uno por cada tres, partiendo además de que el Presi- 
dente de 1 Sala de lo Civil v Penal del Tribunal Superior 
de Justicia es un magistrado, que a su vez es presidente 
del Tribunal Superior de Justicia, según establece la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, y ,  por tanto, es un magistra- 
do con 10 aiios de servicio en la categoría y con 20 en la 
carrcra judicial. El resto de la Sala sería completado por 
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magistrados. Pero nótese que el artículo 79 de la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial establece que la ley de planta 
podrá, en aquellos tribunales superiores de justicia en que 
el número de asuntos lo justifique, reducir el de magis- 
trados, quedando compuestas las salas por su respectivo 
presidente y por los presidentes y magistrados, en su caso, 
que aquélla determine. De aplicar estas facultades del ar- 
tículo 79 en la ley de planta podría llevarnos en algunos 
supuestos a que se truncase el espíritu del 330 por una 
aplicación estricta de la proporcionalidad de un jurista 
de reconocido prestigio por cada una de las tres plazas. 
¿Cómo resolver el problema? El problema habría que re- 
solverlo aplicando el artículo 330 en una línea favorable 
a la incorporación de juristas de reconocido prestigio pro- 
puestos por la propia comunidad autónoma. Y para ello 
estableceríamos, como en todos los tribunales y en todas 
las salas, un orden de provisión. Este orden de provisión 
sería: el Presidente de la Sala de lo Civil y Penal, que ya 
es el mismo del Tribunal Superior de Justicia; el primer 
magistrado llamado, en caso de que fueran dos, sería el 
jurista propuesto por la comunidad autónoma: y el se- 
gundo magistrado sería el magistrado seleccionado en 
virtud de su categoría, escalafón y especialización. Nóte- 
se que el artículo 330 en su número 3 nos da pie a este or- 
den de prelación en la provisión de las plazas del Tribu- 
nal Superior de Justicia cuando afirma que una de cada 
tres plazas se cubrirá con un jurista de reconocido pres- 
tigio con más de diez años, nombrado a propuesta de la 
Comunidad por el Consejo del Poder Judicial y las restan- 
tes plazas (es decir, da un tratamiento en ese orden de se- 
gundo no nivel, sino llamamiento a las restantes plazas) 
serán cubiertas por magistrados nombrados a propuesta 
del Consejo del Poder Judicial entre los que lleven cinco 
años en la categoría y tengan especiales conocimientos en 
Derecho Foral, Civil o especial propio de la comunidad 
autónoma. 

Pero vayamos a la hipótesis que contempla la redac- 
ción del artículo 13 del proyecto, que es la de Sala de lo 
Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia, integrada 
por el Presidente y cuatro magistrados. ¿Cómo resolver 
este problema? El primer llamado dentro de los magis- 
trados sería el jurista propuesto por las comunidades au- 
tónomas. El segundo y tercer llamamiento serían las pre- 
visiones del número 3 de este artículo 330, los Ilamamien- 
tos que tengan en cuenta la categoría, escalafón y espe- 
cialidad. Entraríamos de nuevo, completado el número 
de tres magistrados, en el cuarto llamamiento, teniendo 
en cuenta de nuevo que el prioritario sería el jurista de 
reconocido prestigio propuesto por la comunidad autóno- 
ma. Esto permitiría que en una Sala de lo Civil y Penal 
compuesta, como caso práctico, por un presidente y cua- 
tro magistrados, dos de ellos, partiendo de que el presi- 
dente también es magistrado, serían juristas de reconoci- 
do prestigio propuestos por la comunidad autónoma. 

Creemos que esta es una interpretación de la filosofía 
del articulo 330 de.la Lev Orgánica del Poder Judicial, re- 
suelve los problemas de aplicación de este artículo, sobre 
todo en relación a la posibilidad que se establece en la 
propia Ley Orgánica, en su artículo 69, de reducir la com- 

posición de las Salas a través de la'ley de planta cuando 
se estime que, a la vista de los asuntos, no sea preciso el 
número de magistrados matemáticamente exigibles para 
que se produzca la existencia de seis. Esto en cuanto a la 
enmienda 265, defendida por el Grupo Popular en rela- 
ción al artículo 13. 

Al artículo 15 la Agrupación de la Democracia Cristia- 
na presenta la enmienda 160, pidiendo que no sólo sean 
servidos por magistrados los juzgados de capital de pro- 
vincia, sino que también sean servidos por magistrados 
aquellos juzgados que tengan sede en cabildo o «consell» 
de una isla. Nos lo argumentaba basándose en que, de al- 
guna forma, la dignidad de la ciudad que es sede de ca- 
bildo o «consell» lleva necesariamente a la esistcncia cic 
un magistrado en los juzgados que tengan esas ciudades 
como sede. Yo creo que no es un problema de dignifica- 
ción. Creemos que no necesariamente a la organización 
administrativa y protocolaria debe corresponder la orga- 
nización judicial en la delimitación de la categoría. En 
todo caso, ya lo ha dicho el propio enmendante, señor Ca- 
vero, los juzgados de poblaciones de más de 150.000 ha- 
bitantes, y ya lo veremos en el artículo 21 de este proyec- 
to de ley, podrán ser servidos por magistrados. Por con- 
siguiente, creemos que es más correcto el texto del pro- 
vecto y rechazamos la enmienda 160, de Democracia 
Cristiana. 

Al artículo 18 se han presentado la enmienda 266, de 
Coalición Popular, que vuelvo a decir que había sido asu- 
mida en Ponencia, Y las enmiendas 69, de 'Minoría Cata- 
lana, y 452, del PNV, que son exactamente iguales, aun- 
que esta última no ha sido defendida. Son unas enmien- 
das cuya filosofía comprendo y comparto, aunque una in- 
terpretación más ajustada de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial me lleva a rechazarlas. ¿Por qué? Porque el ar- 
tículo 94.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial nos dice, 
y nos la ha recordado la propia enmienda que hemos asu- 
mido del Grupo de Coalición Popular, que el cargo de juez 
de vigilancia penitenciaria será compatible con el desem- 
peño de un órgano del orden jurisdiccional penal. Por con- 
siguiente, no consideramos sólo un juez de Vigilancia Pe- 
nitenciaria exclusivamente dedicado a las previsiones que 
se contemplan dentro del ámbito de funciones del mismo. 
Ello significa, por consiguiente, que la especialización dc 
este juez o magistrado será la penal v ,  por tanto, la ordi- 
naria de la categoría para la quc fue seleccionado. El ar- 
tículo 399.1 de la Lev Orgánica dcl Poder Judicial, que es 
el quc entraría cn juego y el que intcnta recoger este ar- 
tículo 18 del provecto de ley de planta v demarcación, nos 
dice que los concursos para provisión de los juzgados sc 
resolverán en favor de quienes ostentando la categoría nc- 
cesaria tengan mejor puesto en el escalafh. La cnmicn- 
da 69, por consiguiente, se opone de alguna forma a la glo- 
balidad de las previsiones de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, al menos a las del punto 4 del artículo 94 de di- 
cha ley y ,  por Consiguiente, va más lejos del tenor dcl ar- 
tículo 329.1 de la misma. 

Sin perjuicio de ello -va lo he dicho al principio-, el 
espíritu de estas dos enmiendas, es decir, la necesidad de 
mejorar la preparación dc los jueces de vigilancia cn 



cuanto a una mayor especialización es plausible, y en ello 
sí coincidimos, pero creemos que la redacción de las en- 
miendas no es afortunada o dejarían al menos el articu- 
lo 18 con dudas suficientes en cuanto a si contempla o no 
la hipótesis referida, no sólo con el efecto que provoca- 
mos al aceptar la enmienda de Coalición Popular, sino 
también con las previsiones del artículo 94 de la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial en su punto 4. 

Finalmente está el artículo 19, al que se ha presentado 
la enmienda 267, del Grupo Popular. N o  se trata de una 
redacción reglamentaria. Creemos que el artículo 19 del 
proyecto en su apartado 3 es coherente claramente con lo 
establecido en los párrafos 1 y 3 del artículo 329 de la Lev 
Orgánica del Poder Judicial, por cuanto que combina los 
dos elementos que hay que tener en cuenta a tenor de este 
artículo, es decir, el criterio general que se sienta en el ar- 
tículo 329.1 y el criterio de la especialización correspon- 
diente en el Centro de Estudios Judiciales a la hora de 
efectuar la provisión de los juzgados de menores. Por con- 
siguiente, creemos que el tenor del artículo 19 ni está con- 
virtiendo en ley lo que la Lev Orgánica dice que debe ser 
desarrollado reglamentariamente ni lo contradice, sino 
que recoge v sintetiza el contenido del artículo 329 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial. Por ello, rechazamos la 
enmienda 267, del Grupo Popular. 

El señor PRESIDENTE: El señor Huidobro tiene la pa- 
labra, en nombre de Coalición Popular. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: En primer lugar, quería re- 
tirar la enmienda 267, pues, aunque seguimos mantenien- 
do  que s u  lugar no era-éste, mejor es que el vacío que se 
provoca al haber posibilidad dc que un juez de lo Penal 
compatibilice su cargo con el de juez de menores quede 
cubierto, que no que quede sin resolver. 

Por lo que se refiere a la enmienda 265, referente a la 
manera de cubrir los puestos de magistrados del Tribu- 
nal Superior de Justicia, inicii- mi intervención diciendo 
que personalmente me caía simpática la enmienda y que 
el orden de preferencia para cubrir estos puestos que se 
estableció por el Partido Socialista me parece incluso 
correcto, pero creo que objetivamente c's imposible acep- 
tarla. El artículo 330 de la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial tiene establecida una preferencia que no es la que tie- 
ne el texto del proyecto. Y la preferencia está muy clara. 
Cuando habla de que es un magistrado de cada tres sig- 
nifica que hasta que no se llegue al tercero no se puede 
cubrir el puesto de magistrado a propuesta de la comu- 
nidad autónoma. Es decir, no es el primero un magistra- 
do de carrera, el segundo un magistrado o jurista de re- 
conocido prestigio, el tercero y el cuarto un jurista de rc- 
conocido prestigio, cl quinto, etcktera, sino que lo que es- 
tablece la Ley Orgánica del Poder Judicial es exactamen- 
te lo contrario. Hasta que no haya tres magistrados, no 
habrá un jurista de reconocido prestigio tanto en la pri- 
mera terna como en las ternas sucesivas. Es la interpre- 
tación que nosotros damos a este artículo 330. Creemos 
que el orden de preferencia lo tiene cstablecido, y ,  aun 
cuando hemos dicho que personalmcnte y por simpatía 

nos gustaría apoyar la enmienda, creo que objetivamente 
y en atención a lo que dispone la Lev Orgánica del Poder 
Judicial lenemos que oponernos a ella y seguir niante- 
niendo nuestra enmienda 265. 

El senor PRESIDENTE: El señor Cavero tiene la pa- 
labra. 

El scnor CAVERO LATAILLADE: Quería insistir una 
vez más (aún sin haber tenido la oportunidad de escuchar 
completos los argumentos dcl serior Cuesta, entre los que 
le he oído hacer referencia a los 150.000 habitantes) en 
que ninguna de las ciudades capitales o sedes de los ca- 
bildos ni de los consejos insulares t ime 150.000 habitan- 
tes. Por otro lado, pienso que realmente el aumento dc 
gasto era mínimo y tambien que, en cuanto a plazas a cu- 
brir, estoy seguro de que muchos magistrados prelerirán 
estar destinados en Ibiza o,  por ejemplo, en Mahón o en 
Ciudadela que en otras capitales de provincia donde el cli- 
ma es menos agradable; y n o  digamos respecto a las Islas 
Canarias. Por tanto, creo que en este caso ustedes, con sus 
votos, van a evitar que esta enmienda 160 prospere, pero 
ya nos encargaremos de poner de manifiesto que no tra- 
tan ustedes adecuadamente a los cabildos ni a los conse- 
jos insulares. 

El scnor PRESIDENTE: El señor Cuesta tiene la pa- 
labra. 

El señor CUESTA MARTINEZ: A los cabildos y a los 
consejos se les trata adecuadamente, dotándoles de me- 
dios suficientes para quc el servicio público de la justicia 
pueda cumplirse y ofrecerse al ciudadano en las misnias 
condiciones y eii aplicación del mismo principio de igual- 
dad territorial. Es decir, que n o  tiene que discriminar al 
resto de los ciudadaos respecto a los que viven en la ca- 
pital de un cabildo. De todas formas, la dignidad de esas 
poblaciones se resuelve básicamente con una dotación de 
planta y con una demarcación adecuadas para que el ser- 
vicio de la justicia pueda funcionar. N o  necesariamente, 
como he dicho anteriormente, debe corresponderse la or- 
ganización administrativa, y sobre todo la protocolaria, 
con la judicial. 

Y en relación a la enmienda número 265, del Grupo Po- 
pular, tengo que decir que nosotros reiteramos los argu- 
mentos expuestos en defensa del texto del proyecto v ,  por 
tanto, en rechazo de la enmienda, porque creemos que el 
tenor del 330, cuando en su número 3 se refiere primero 
al jurista de reconocido prestigio y después a las rcstan- 
trs plazas, es que esiá dando, en ese orden de provisión o 
de llamamiento. u n a  prioridad para ser llamado en pri- 
mer lugar el jurista de rwonocido prestigio propuesto por 
la coniuniclnd autónoma. Por consiguiente, creemos que 
el texto del proyecto es una adaptación v una interpreta- 
ciOn del artículo 330 de la Ley Organíca del Poder Judi- 
cial que no contradice el tenor de dicho artículo y que es 
más favorable al hecho dc que las comunidadcs autóno- 
mas puedan integrarse y tener un n i w l  de participación 



- 
COMISIONES 

11605 - 
19 DE OCTUBRE DE 1988.-NCM. 343 

también en la justicia y,  sobre todo, en los tribunales su- 
periores de justicia de su propio ámbito territorial. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a votación 
las diferentes enmiendas. En primer lugar, la enmienda 
número 160, de la Agrupación de Diputados de la Demo- 
cracia Cristiana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos a continuación la enmienda número 265, de 

Coalición Popular. La 266 figura como aceptada en el in- 
forme de la Ponencia y la 267 ha sido retirada. Somete- 
mos a votación, por consiguiente, sólo la primera de las 
enmiendas citadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 15; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos a continuación la enmienda número 69, de Mi- 

noría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve; en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos por último la enmienda número 452, del Gru- 

po Parlamentario Vasco, PNV. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve; en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
A continuación vamos a votar el articulado. Dado que 

comprende los artículos 1 1 a 21, idesean SS. SS. que se 
voten separados todos los artículos? (Asentimiento.) Vo- 
tamos en primer lugar el artículo l l ,  entendiendo que, 
junto con él, votamos la denominación del Título 11 «De 
la Planta Judicial)) y la del Capítulo 1, ((Planta de los Tri- 
bunales y Juzgados)). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
toa a favor, 22; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 1 l 

Votarnos a continuación el artículo 12. 
y los títulos mencionados. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 22; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Sometemos a votación el artículo 13. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15; en contra, cuatro; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Votamos a continuación el artículo 14. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 21; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 

El señor CAVERO LATAILLADE: Señor Presidente, so- 
licito que se vote por separado cada apartado del ar- 
tículo 15. 

El señor PRESIDENTE: Atendiendo la petición del 
Diputado señor Cavero, votamos en primer lugar el apar- 
tado 1 del artículo 15. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 21, abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el número 1 

Votamos a continuación el número 2 de dicho precepto. 
del artículo 15. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15; en contra, dos; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el número 2 

Votamos a continuación el artículo 16. 
del artículo 15. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 21; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articu- 

Sometemos a votación el artículo 17. 
lo 16. , 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articu- 

Votamos a continuación el articulo 18. 
lo 17. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 

Por último, votamos cl artículo 19. 
lo 18. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 17; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articu- 
lo 19. 
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Siguiendo con el dictamen entramos en el Capítulo 11 
del Título 11, Modificación de la planta judicial. 

Tiene la palabra por Minoría Catalana el señor Trías de 
Bes para defender sus enmiendas 44 a 49, ambas inclusi- 
ve, v la enmienda número 70. 

Artículos20 
y 21 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Voy a defender las 
enmiendas presentadas a este Capítulo, concretamente 
las referidas a los artículos 20 v 2 1 del proyecto. 

Yo siento de nuevo reabrir el debate que SS. SS. ccrra- 
ron ayer, pero no tengo más remedio que hacerlo porque 
las enmiendas se refieren a lo tratado genericamente ayer, 
aunque singularizado aquí en relación con estos artículos. 

Nuestro Grupo parlamentario ha creído oportuno pre- 
sentar una serie de enmiciidas, referidas a los artículos 20 
v 21 ,  introduciendd la posibilidad de que las competen- 
cias que el proyecto atribuía al Gobierno puedan ser ejcr- 
cidas por la Comunidad Autónoma, en el supuesto de que 
la sentencia del Tribunal Constitucional, a la que hemos 
hecho referencia en relación con los recursos presentados 
por distintas Comunidades Autónomas, fuese positiva, es 
decir que acogicsc las alegaciones de los recurrentes. 

Es obvio que aquí estamos en una posición contraria a 
la del Partido mavoritario; es decir, el proyecto prejuzga 
la sentencia futura del Tribunal Constitucional en un sen- 
tido y las enmiendas que estoy defendiendo puede consi- 
derarse que prejuzgan la sentencia en otro sentido. Tam- 
bien cs obvio que aquí hubiese sido preferible, y así lo 
ofreció el Grupo Socialista, una posicihn intermedia, que 
no fuese ni la del provecto, ni la de las enmiendas que cs- 
tov defendiendo; posición muy difícil, porque difícil es 
prever lo que puede decir el Tribunal Constitucional en 
la futura sentencia. Pero, de todos modos, tal como viene 
redactado el provecto, se está prejuzgando v por tanto se 
cierra la puerta a lo que pueda decir la sentencia en cl sen- 
tido de que sea favorable a los recursos de inconstitucio- 
nalidad contra la Lev Orgánica del Poder Judicial. Por 
ello mantenemos las enmiendas. Es más, hemos prcscn- 
tado u11 título nuevo a la ley en otra enmienda que va tcn- 
drenios ocasión de defender, que recoge estas enmiendas 
parciales a los artículos 20 y 21 entre otros. Este título 
nuevo configura tambikn una relación competencia1 dis- 
tinta de la que contiene el proyecto. 

No nie voy a extender más en las argumentaciones que 
he expuesto, las conocen de sobra SS. SS., y para no rea- 
brir otra vcz el debate de ayer, doy por delendido este blo- 
que de  enmiendas que nosotros considci-amos fundamcn- 
tales en este proyecto de ley, tan fundamentales que, en 
el supuesto de que cstc proyccto cerrase la posibilidad de 
que las Comunidades Autónomas pudieran tener compc- 
tcncias en materia de administración de Justicia nos ve- 
ríamos obligados a instar por los órganos compctcntcs el 
oportuno recurso de inconstitucionalidad. 

Además, yo quería decir otra cosa al respecto, que no 
se refiere a una enmienda mía, pero conio el señor Cuesta 
me brindó la ocasión ayer, y no pude replicarle, de que 
Ic señalara motivos de inconstitucionalidad. le tengo que 
decir que uno podría ser este que ha siclo planteado por 
nuestras enmiendas; pero el que salta ii la \.ista creo qiic 

es el del artículo 20 cuando habla de la posibilidad de de- 
terminar la constitución de juzgados y tribunales por el 
Gobierno de la nación. Por eso me parece francamente pe- 
ligrosa la redacción del actual artículo 20. Es un motivo 
posible de vulneración del artículo 122 de la Constitución 
que vo dejo caer para que así el señor Cuesta tenga algu- 
nas referencias más en cuanto a la posible inconstitucio- 
nalidad del texto. 

En cuanto a la enmienda 70 presentada por mi Grupo 
al artículo 21.2, establece la posibilidad de que en pobla- 
ciones superiores a 150.000 habitantes el partido judicial 
pueda ser servido en determinados supuestos por magis- 
trados. ~ Q u k  supuestos pueden ser esos? Pues en el caso 
de poblaciones superiores a 150.000 habitantes los muni- 
cipios que ocasionalmente, en determinadas estaciones 
del ano, superan esa población. Como siempre se nos re- 
pite, tenemos no s6 cuántos kilómetros de costa, en los 
que hav partidos judiciales que soportan una carga de l i -  
tigiosidad durante determinadas épocas del año y conven- 
dría que pudieran ser servidos por magistrados; es decir, 
que se abra la posibilidad, y no cerrarla como hace en 
principio el proyecto de ley. Esa es la intención de nues- 
tra enmienda número 70 al artículo 21 apartado 2 .  Con 
ello podríamos evitar la excesiva movilidad de los magis- 
trados, puesto que si están destinados en un partido ju- 
dicial de estas características no tendrán la tentación uná- 
nime de ser desplazados a la capital del partido judicial. 
Por tanto, con esto tambikn evitaríamos otro de los pro- 
blemas que plantea la planta judicial. 

Este es  cl sentido de nuestras enmiendas, señor Presi- 
dente, que do? por defendidas. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo de Coalición Po- 
pular y para la defensa de las enmiendas 268, 269 y 270, 
tiene la palabra el señor Huidobro, al que ruego me diga 
si va a defender también la enmienda del señor Cárceles. 

El scnor HUIDOBRO DIEZ: Scnor Presidente, la defcn- 
dcri. en nombre del señor Cárceles. 

La enmienda 268 intenta introducir una nueva redac- 
ción en el número 1 del artículo 20, donde se dice que el 
Gobierno podrá fijar el número v composición de los ór- 
ganos judiciales establecidos por esta Ley, mediante la 
creación de Secciones v Juzgados, sin alterar la demarca- 
ción ,judicial, y oídos prcccptivamente la Comunidad Au- 
rónoma afectada y el Consejo General del Poder Judicial. 
Argumentábamos en esta enmienda que lo que descába- 
mos es que quedara claro que al Consejo General del Po- 
der Judicial hay que oírlo siempre, v a la Comunidad Au- 
tónoma alcctada en los casos en los que tenga la compe- 
tencia correspondiente. Es la única finalidad de la cn- 
micnda. Como en Ponencia ya se hizo referencia a la po- 
sibilidad de que a este artículo se le diera una nueva re- 
dacción, en relación con una enmienda presentada por la 
Democracia Cristiana, no vamos a hacer otra defensa en 
espera de lo que en dicha nuei'a redacción se proponga. 

La  enmienda 269 al artículo 21.1, pretende suprimir di- 
cho piirrafo, que dice: (( El Gobierno, a propuesta del Con- 
sejo Gcncral del Poder Judicial, establecerá la separación 
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entre Juzgados de Primera Instancia y Juzgados de Ins- 
trucción en aquellos partidos judiciales cuyo número de 
Juzgados de Primera Instancia e Instrucción fuera de diez 
o más.» El artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial tiene una redacción que a nosotros nos ha planteado 
serias dudas sobre si lo que se ofrece es que la creación o 
la división de Juzgados de Primera Instancia e Instruc- 
ción en Juzgados de Primera Instancia y Juzgados de Ins- 
trucción se haga mediante ley o que en esta Ley de plan- 
ta y demarcación se establezcan los criterios generales 
para que el Gobierno pueda proceder a la división de los 
Juzgados de Primera Instancia e Instrucción. Hemos op- 
tado por entender que esta división debería hacerse me- 
diante ley, y esta enmienda guarda relación con lo que de- 
cíamos en la anterior respecto a la deslegalización de al- 
gunas de las competencias atribuidas a la ley por la Ley 
Orgánica del Poder Judicial que ahora parecen atribuirse 
al Gobierno. Son muchas las disposiciones que hacen esta 
misma referencia y por eso mantenemos la enmienda. 

El señor Cárceles defenderá la enmienda 416, puesto 
que ha llegado, cuando yo termine de defender la enmien- 
da 270. Esta enmienda se refiere al artículo 2 1.2, en el que 
se dice que el Ministro de Justicia podrá establecer que 
los Juzgados de Primera Instancia y de Instrucción, o de 
Primera instancia e Instrucción, sean servidos por magis- 
trados, siempre que tengan su sede en un municipio con 
más de 150.000 habitantes de derecho y el volumen de 
cargas competenciales así lo exija. Nuestra enmienda pre- 
tende suprimir esta referencia, puesto que entendemos 
que no es al Ministro de Justicia a quien compete hacer 
esta atribución, ya que existe una atribución competen- 
cial distinta que debiera atenerse en este caso a lo dis- 
puesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial. Con este 
apartado 2 se le atribuyen competencias al Ministro que 
no tiene y ésta es la razón de nuestra enmienda. No obs- 
tante, como el señor Cárceles va a hacer ahora la defensa 
de su enmienda, asumiendo lo que diga dicho Diputado, 
y si esta enmienda no fuera aceptada, tendrá por finali- 
dad apoyar las enmiendas presentadas por nuestro Gru- 
po en el sentido de rebajar el número de habitantes nece- 
sario para exigir que el número de magistrados sea me- 
nor que el que se establece en la Ley. 

El senor PRESIDENTE: Para defender la enmienda 416 
tiene la palabra el scnor Cárceles. 

El senor CARCELES NIETO: La enmienda 41 6 se plan- 
tea al artículo ,? 1 ,  números 1 y 2 ,  por dos razones que creo 
son fácilmente comprcnsibles. Por un lado, establecer el 
principio de que en la separación entre Juzgados de Pri- 
mera Instancia y Juzgados de Instrucción conviene que se 
rebaje el número porque, como se demuestra en la prác- 
tica, cualquier profesional del derecho sabe que los Juz- 
gados con competencias en ambas especialidades tcrmi- 
nan siempre colapsados. Si ponemos el tope de diez ,juz- 
gados, a partir de los mismos se aseguran muy pocas ciu- 
dades españolas, y esa situación de la administración de 
Justicia se contempla en u n  amplio espectro de ciudades 
importantes, sin llegar al nivel dc 10, no asegurando la 

creación de más Juzgados de Primera Instancia e Instruc- 
ción que realmente se vaya a producir un buen funciona- 
miento. Qué duda cabe que va a mejorar el servicio de la 
administración de Justicia, pero entrar en el campo de la 
especialidad de una y otra materia aseguraría que estu- 
vieran más despejados los juzgados. Por esa razón, en el 
apartado 1 ponemos una cifra, que sería razonablemente 
la que el Grupo Socialista considerara también pertinen- 
te y que simplemente recogiera el espíritu de esta enmien- 
da. Se fija en el apartado 1 que cuando hubiera más de 
seis Juzgados de Primera Instancia e Instrucción ubica- 
dos en la cabecera de partido judicial, a partir de ese pun- 
to se dividieran las especialidades de lo civil y lo penal y 
estuvieran organizados en tres de Primera Instancia y tres 
de Instrucción. 

En cuanto al número 2 nuestra enmienda propone que 
el Ministerio de Justicia podrá establecer que los Juzga- 
dos de Primera Instancia y de Instrucción o de Primera 
Instancia e Instrucción , sean servidos por Magistrados, 
siempre que tengan su sede en un municipio con más de 
60.000 habitantes y el volumen de cargas competenciales 
así lo exija. ¿Por qué hacemos una reducción del número 
de habitantes? Porque quizá con el nuevo acceso a la ju- 
dicatura nos encontramos con que en ciudades de cierta 
complejidad en el orden económico y social, posiblemen- 
te un juez con poca experiencia produce una cierta defi- 
ciencia en la calidad de la administración de Justicia, al 
margen del problema del volumen burocrático en sí mis- 
mo. La cifra, de más de 60.000 habitantes, que podría ser 
razonable, o cualquier otra propuesta que recogiera el es- 
píritu de la enmienda presentada, parace asegurar, en 
aquellas ciudades donde son susceptibles de tramitar un 
expediente de suspnesión de pagos con cierta compleji- 
dad mercantil, por ejemplo, o delitos que por su natura- 
leza social puedan trascender de lo que es un delito sen- 
cillo de enjuiciar, o cualquier otro trámite en el aspecto 
civil que quizá exija una complejidad en el orden jurídi- 
co, aseguraría, repito, que la calidad en la administración 
de justicia mejorase, y no estaríamos supeditados para 
que los Juzgados estén servidos por un Magistrado, a que , 

los municipios tengan más de 150.000 habitantes, núme- 
ro muy elevado, y si fijamos que sea a partir de 60.000, 
en ese espacio no existen muchas ciudades, pero sí se ubi- 
can dentro del mismo aquellas que tienen esa compleji- 
dad a la que me refiero. 

Ese es el espíritu de la enmienda, sujeto a cualquier 
otra interpretación, pero que pretende resolver los pro- 
blemas que tenemos planteados sin ninguna otra perspec- 
tiva y sin ninguna otra pretensión. 

El senor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das 453 a 461 tiene la palabra el setior Zubía, en nombre 
del Grupo Parlamentario Vasco. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Procederé a la defen- 
<a de mis enmiendas con toda brevedad, porque aunque 
son nueve las que mi Grupo mantiene a este Capítulo 11 
del Titulo 11 del provecto, en concreto las seis primeras al 
drticulo 20 y las tres restantes al 2 1 ,  todas obedecen a un 
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mismo denominador común, coincidente con el de las cn- 
miendas que han sido defendidas ya por e1 portavoz d e  
Minoría Catalana. Consecuentemente, parece lógico que 
haga gracia a SS. SS. de repetir la argumentación, sobre 
todo y fundamentalnicntc cuando además ha sido tani- 
bién puesta de manifiesto en la dclmsa de enmiendas an- 
teriores, tanto en el día de ayer como en el de hoy. 

En cualquier caso, simplemente diri. que la enmienda 
número 453, al igual que la 454, la 456 y la 459, prctcn- 
den añadir tanto en el artículo 20 como en el 2 1 ,  a conti- 
nuación de las palabras «el Gobierno)) o «el Ministerio de 
Justicia)), «la Comunidad Autónoma competente o cl ór- 
gano equivalente de la Comunidad Autónoma)). 

Sí es necesario un mavor detenimiento en relación con 
la enmienda número 457, que en concreto afecta al núnic- 
ro 5 del artículo 20. La redacción actual del provecto dice 
quc .La fecha de puesta en funcionamiento e inicio de ac- 
tividades de las Secciones v Juzgados de nueva creación 
será fijada por el Ministerio de Justicia, oído el Consejo 
General del Poder Judicial...)) La enmienda pretende que 
se añada, a continuación de ((oído el Consejo General del 
Poder judicial)), ((y la Comunidad Autónoma afectada)). 

La razón de esta pretensión de incluir el trámite dc au- 
diencia previa a la Comunidad Autónoma afectada se 
basa, además, en la propia redacción del punto I del ar- 
tículo 20, que señala que a la hora de modificar el númc- 
ro v composición de los órganos judiciales dcbcrá ser oida 
prcccptivamrntc la Comunidad Autónoma afectada. Cree- 
mos que por simple coherencia con este punto 1 del ar -  
tículo 20, e incluso por remisión a lo que se dice en el pun- 
to 3 del artículo 20, sería necesario que en el número 5 se 
incluyera tambith el trámite de audiencia previa a la Co- 
munidad Autónoma. 

Igualmente, aunque sea de I¿)rma breve, requiere clctc- 
nimicnto nuestra enmienda número 458, que en dcí'initi- 
va pretende que 1ambii.n el punto 5 del artículo 20, a con- 
tinuación de la referencia a la necesidad de publicación 
de esa fecha de puesta en funcionamiento de las Scccio- 
nes v Juzgados de nueva creación en el (<Boletín Oficial 
del Estado)), se complemente con la publicación tambicn 
en el Boletín de la Comunidad Autónoma respectiva. Cree- 
mos que es conveniente una mayor publicidad en estos 
casos. 

Por último, señor Presidente, permítaseme tambii.n una 
somera rcfercncia a nuestra enmienda número 460, que 
escapa de la filosofía de todas las anteriores. Afecta en 
concreto al artículo 2 1 . 1 ,  es de modificación v hace refc- 
rencia a Ia exigencia de que existan diez o más Juzgados 
de Primera Instancia e Instrucción para que haya una sc- 
paración entre cllos. El artículo 2 1 . 1 ,  efectivamente, se- 
ñorías, como ustedes conocerán, señala que el Gobierno, 
a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, esta- 
blecerá la separación entre Juzgados de Primera I n s t a n -  
cia v Juzgados de Instrucción en aquellos partidos $di- 
ciales cuvo número fuera de diez o de más. 

Nos parece razonable esa separación entre Juzgados de 
Primera Instancia y JuLgados de Instrucción, pero cntcn- 
demos que debería intentarse que se diera siempre y 
cuando exista un número suficiente, no de dicL, sino de 
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seis. La razón estriba en que consideramos que la posibi- 
lidad de separación, a la que debe tenderse formalmente, 
debe flcxibilizarsc al máximo, habida cuenta además de 
que tiene que ser siempre a propuesta del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial. En dclinitiva. lo que pretende nucs- 
tra enmienda es sustituir el número de diez por el de seis 
al efecto de flcxibilizar esa posibilidad -en definitiva es 
posibilidad, por cuanto tiene que realizarse a propuesta 
del Consejo General del Poder Judicial- v ,  sobre todo a 
que sea criterio general al que debe tenderse la scpara- 
ción entre los Juzgados de Primera Instancia y los de 
Instrucción. 

Me remito a lo dicho al comienzo de mi intervención, 
señor Presidente. En cuanto al resto de las enmiendas, to- 
das ellas, como decía, obedecen a la filosofía que va ha 
sido puesta de manifiesto en anteriores intervenciones y 
que, además, han sido y a  rechazadas por el Grupo So- 
cialista. 

El señor PRESIDENTE: A continuación, para la dckn-  
sa de las enmiendas número 84 y 85, del Grupo Parlamcn- 
tario del CDS, tiene la palabra el señor Buil. 

El señor BUIL CIRAL: Voy a defenderlas muv breve- 
mente, porque el sentido de nuestras enmiendas es abso- 
lutamente claro. 

La número 84, al articulo 20, propone un texto altcrna- 
t i v o  a la totalidad del articulo, fundamentalmente para 
pr.cscrvar el principio de legalidad que aparece tcrminan- 
temente formulado en el articulo 20 de la Lcv Orgánica 
del Poder Judicial. 

Lo que nosotros proponemos, í t  clií'ercncia del texto del 
proyecto, es que sean las Cortes quienes aborden las mo- 
dificaciones oportuiias en el número y composición de los 
órganos judiciales, porque consideramos que es  algo su- 
licientcmcntc importante, tanto en cuanto a la creación 
Lomo en cuanto a la supresión de Secciones o Juzgados o 
aumento e, disminución de los magistrados. 

Al  artículo 21.1 se mantiene una enmienda, la 85, en la 
que se propone añadir, al final del primer párrafo, la fra- 
se: ( (o  cuando, sin cumplirse este requisito, se favoreciera 
mi la separación una mejor ordenación y funcionamicn- 
LO en el traba,jo». Nosotros partimos de la base de que no 
jc puede li,jar un número exacto y fijo para la separación 
de los juzgados, sino quc hay quc hacerlo en función in- 
~ l u s o  clc circunstancias singulares. Además, esto no cntor- 
pece ni introduce un clcnicnto clc conlusión. 

Nada más. señor Prcsidcritc. 

El señor PRESIDENTE: Para dclcndcr las enmiendas 
134 v 135, tiene la palabra el Diputado señor Bcrnárdci. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Señor Presidente, 
:omo estas enmiendas inciden en mis tesis reiteradas de 
la dcl>nsa de las competencias de las Comunidades Autó-. 
lomas y los argumentos son los mismos, n o  quiero i q w  

iirriic, p c r ~ i  mc rcafirrno cn cllos. 

El señor PRESIDENTE: A continuación, v para dclcn- 
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der la enmienda número 161, tiene la palabra el Diputa- 
do señor Cavero, en nombre de la Agrupación de Diputa- 
dos de la Democracia Cristiana. 

El setior CAVERO LATAILLADE: Señor Presidente, 
permítame dar las gracias por habernos facilitado café y 
agua de forma generosa. 

Pasando a la defensa de la enmienda, diré que tiene su 
sentido una vez examinado el contenido del artículo 20 
del proyecto de ley, independientemente de un tema en 
el que no voy a entrar y que siempre me gusta tratar con 
máxima prudencia, el de los posibles problemas de in- 
constitucionalidad, tema que hay que tratar con cxquisi- 
to cuidado, porque es muy difícil convertirse en el juez 
de si algo es constitucional o inconstitucional; vo siem- 
pre digo que hay posibles problemas de inconstituciona- 
lidad, porque al fin y al cabo hay un órgano encargado 
de dirimir estos temas. Sin embargo, aquí aparece una fa- 
cultad que se otorga al Gobierno con carácter general 
para poder modificar el número v composición de órga- 
nos, porque al fin y al cabo los juzgados son órganos, para 
la creación.'de estos juzgados, para poder modificar pla- 
zas de magistrados, etcétera, y se habla en el número4 
de la posibilidad de hacerlo por Real Decreto y se resi- 
dencia en el Ministerio de Justicia la puesta en funciona- 
miento. Esto plantea dos temas, en primer lugar, asumir 
todas estas medidas por Real Decreto, lo cual desde el 
punto de vista funcional y de la agilidad con que deban 
atenderse las necesidades de la Justicia puede tener una 
cierta justificación. Pero, por otro lado, también se pue- 
den plantear problemas con el principio de legalidad. De- 
trás de todo ello hay otro problema, que es el de la dota- 
ción presupuestaria, los recursos necesarios. Evidente- 
mente, va de suyo, la Administración no va a proceder a 
crear órganos si no tiene dotaciones para cllo. Por eso 
nuestra enmienda trata de conciliar estas dos ideas, por 
un lado, que este ambicioso plan o programa que resulta 
de este proyecto indudablemente tiene que tener un de- 
sarrollo por fases y por anualidades y ,  por otro, que se fa- 
cilite a la Cámara un seguimiento del mismo en la medi- 
da que el desarrollo de este programa estuviera anual- 
mente incluido en los Presupuestos Generales, de manera 
que en cada ejercicio hubiera una autorización de dota- 
ción al Ministerio de Justicia para poder crear hasta un 
máximo de tantos juzgados, de tantas secciones, con tan- 
tos magistrados, etcétera, para que luego, en función de 
la legalidad que resultara de la propia Ley de Prcsupucs- 
tos, el Gobierno, por la vía del real decreto pudiera ir aco- 
modando esta autorización a las necesidades y a la flexi- 
bilidad que la buena gestión aconseja. 

Por tanto, nosotros creemos que nuestra enmienda fa- 
cilita un seguimiento del proyecto por la Cámara y ,  por 
otro lado, una implicación de la propia Cámara en la me- 
dida en que los Presupuestos Generales aprobados por la 
Cámara incluirían las dotaciones necesarias que el Go- 
bierno iría luego desarrollando paulatinamente en fun- 
ción de lo que aconseje el día a día, o bien los órganos en 
colaboración con las Comunidades Autónomas que ten- 
gan también competencias en este tema. Creo que a tra- 

vés dc nuestra enmienda se pueden cohonestar estos dos 
aspectos: por un lado la necesaria flexibilidad para poder 
desarrollar este programa y, por otro, el respaldo de una 
legalidad que puede resultar de la propia Ley General de 
Prcsupucs tos. 

Señorías, éste es el objeto de nuestra enmienda, sin nin- 
guna pretensión de haber querido con esto descubrir nin- 
guna piedra filosofal. 

El señor PRESIDENTE: El señor Bandrés Molet tiene 
presentada la enmienda número 1 I 1 ,  que mantenemos a 
efectos de su votación. 

Tiene la palabra el señor Sartoríus, para la defensa de 
su enmienda número 206, en representación de la Agru- 
pación Izquierda Unida-Esquerra Catalana. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUES: Es una enmienda tkcnica y cuantitativa 
que afecta al artículo 21 en su número 2,  que dice que el 
Ministro de Justicia podrá establecer que los Jugados de 
Primera Instancia y de Instrucción o de Primera Instan- 
cia e Instrucción sean servidos por Magistrados, siempre 
que tengan su sede en un municipio con más de ciento cin- 
cuenta mil habitantes de derecho. 

Nosotros creemos que sería más adecuado que en vez 
de 150.000 habitantes fuesen 100.000. Puesto que esta es 
una Icy que pensamos debe tener una vocación de perma- 
nencia, que hav que pensar en el futuro, nos parece más 
adecuada esa cifra que la contemplada en el proyecto. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra de las en- 
micndas tiene la palabra el señor Lópcz Riaño en nom- 
bre del Grupo Parlamentario Socialista. 

El señor LOPEZ RIAÑO: Echo de menos en la sala a 
los señores representantes de Minoría Catalana y del Par- 
tido Nacionalista Vasco. (El señor Zubía Atxaerandio ma- 
nifiesta su presencia en la Sala.) 

Perdón, rectifico. Es que hav enmiendas transacciona- 
les que serán ofrecidas con mucho gusto en su momento. 

La primera cuestión que quiero plantear a la Comisión 
es que los señores que han intervenido previamente par- 
ten de la base de que los temas que se contienen cn los 
artículos 20 v 21 del proyccto de Icv han sido debatidos 
con avtcrioridad. A mí me parece que esa cuestión no es 
exactamente precisa. La cuestión es que el proyecto de ley 
contiene en este punto uno de sus últimos posibles dis- 
cursos políticos, como vamos a ver a continuación, por- 
que el articulado introduce una reflexión que va más allá 
del estricto tema competencial. 

En la Ponencia efectivamente di,jimos que por parte del 
Grupo Socialista se quería reflejar cuando menos -ya se 
ha visto que se ha hecho muy difícil, casi imposible, es- 
tablecer el punto de acuerdo o de cncucntr+ una posi- 
ción legislativa que reitero ante la Comisión. ¿De qué se 
trasta? Se trata de legislar con un  cierto sentido común 
absolutamente colectivo, por parte de todos, en virtud del 
cual encontrásemos una reflexión que permitiera que esta 
Ley -puesto que hay otros preceptos de la Lcv Orgánica 
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del Poder Judicial, como muy bien se ha dicho, en el Tri- 
bunal Constitucional pendientes de  r ecu r sCt  que esta 
ley, repito, no fuese obstáculo para nadie: para el Gobier- 
no en el desarrollo de un compromiso exigido por todos 
los grupos, cual es la presentación en las Cortes de la ley 
de planta y demarcación; para los grupos que mantienen 
una tesis contraria, que no les llevara a la imperiosa ne- 
cesidad de presentar un recurso de anticonstitucionali- 
dad, y para el Gobierno o para el Grupo parlamentario 
que le apoya porque entiende honesta y honradamente 
que la tarea legislativa en este momento tienc un conte- 
nido que hay que respetar, que viene desde la Constitu- 
ción pasando por la Ley Orgánica del Poder Judicial has- 
ta este proyecto de ley, por unos criterios que el Gobier- 
no de la nación ha mantenido en reiteradas ocasiones. 

Pero si analizamos las enmiendas, y me refiero ahora 
al fondo de los artículos -luego hay unas cuestiones de 
tipo secundario, aunque muy importantes, en las que en- 
traremos y por último unas puntuales a las que haremos 
también referencia-, vemos que en el preámbulo de toda 
esta discusión se puede llegar a señalar una concepción 
diferente de todo este asunto. Pero en la Comisión se han 
reflejado esas posiciones. En una atenta lectura de  la en- 
mienda del CDS, por ejemplo, pueden ver que el Centro 
Democrático y Social lo que dice es que esta ley se extien- 
de en exceso como concesión de facultades al Gobierno 
para la modificación de la planta judicial y que como con- 
secuencia de ello, debe ser el Parlamento el que, a inicia- 
tiva del Gobierno, defina cualquier modificación de la 
planta judicial 4 s t a m o s  hablando, pues, de la planta ju- 
dicial-, mientras que los Grupos nacionalistas van mu- 
cho más allá. Lo que nos plantean es si, además del Go- 
bierno, las Comunidades Autónomas tendrían la facultad 
o el derecho, por aquellos preccptos de los Estatutos, de 
desarrollar la misma actividad o tarea de modificación 
de la ley de planta que se atribuye al Gobierno. Creo que 
esto polariza, pues, la dificultad para la mayoría o nos 
hace reflexionar sobre dos polos muy distintos del discur- 
so político. Por lo menos, comprendan la situación de la 
mayoría para elegir lo que a nuestro juicio puede ser una 
vía razonable. 

Hay un determinado Grupo -insisto- que sitúa el pro- 
blema, no compctencialmente, sino más bien desde la 
perspectiva del concepto de reserva de lev. Lo que le pa- 
rece al Grupo del CDS es, insisto, que el Gobierno recibe 
demasiadas atribuciones en este proyecto de ley. imagi- 
nemos cuál no será entonces el exceso si nos referimos a 
las Comunidades Autónomas, y pesa sobre esa cuestión la 
resolución del Tribunal Constitucional. Imaginemos que 
el Tribunal Constitucional dijese que es excesiva la dele- 
gación del Gobierno, cómo decaería inmediatamente -lo 
cual es obvio v lógico v en este sentido, como el que in-  
tervino fue el señor Trías de Bes, la reflexión se la trasla- 
do  al señor Cuatrecasas-, cómo decaería -repit+ de 
suyo la constitucionalidad de que las Comunidades Autó- 
nomas pudieran ejercitar un derecho que se cuestiona in- 
cluso para el propio Gobierno de la Administración Cen- 
tral. 

Dicho esto, habría que senalar a continuación cómo 

está estructurado el proceso hasta llegar aquí o cómo lo 
vemos nosotros. Se puede estar en contra, pero lo vemos 
de una manera coordinada o consecuente. Primero, ha- 
bría que distinguir, y ya lo hacemos todos, entre planta y 
demarcación. La Ley Orgánica del Poder Judicial estable- 
ce terminantemente que el Gobierno no puede modificar 
las demarcaciones. Sin embargo, en una correlación de 
artículos, faculta al Gobierno para crear nuevos mecanis- 
mos funcionales, que no orgánicos, para una mejor admi- 
nistración de la justicia. Y nosotros hemos procedido 
-creo recordar que se llamaba así- a lo que se decía en 
tiempos de estudio de Derecho Civil, a una interpretación 
hermenéutica. [Qué se quiere decir por parte de  la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial? Que hay garantías, de las que 
a veces nos olvidamos, que se refieren al ejercicio de los 
derechos por parte de todos los ciudadanos de la colecti- 
vidad del Estado que tienen que estar plasmadas en una 
ley. Esta es la demarcación. [Por qué esta demarcación? 
Porque señala lo que hemos dicho en una doctrina quizá 
exagerada del juez natural. Es decir Todos los ciudada- 
nos, estén donde estén cualquiera que sea su Comunidad 
Autónoma, tienen el derecho a saber cuál es la circuns- 
cripción territorial en virtud de la cual se produce todo 
el amparo a sus ejercicios, sean del orden que sean. 

Pero la planta tiene una consideración distinta, prime- 
ro, porque viene de la Constitución en el artículo 122, 
cuando establece concretamente que la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, ya promulgada y debatida por el Parla- 
mento y vigente en nuestro país, determinará la constitu- 
ción, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y Tribu- 
nales. Pudiera estar aquí la discusión sobre qué entende- 
mos por constitución y qué entendemos por modificación 
funcional de la planta. Porque la otra garantía para los 
ciudadanos, jcuál es? Establecer en nuestro país, que es 
lo que nos distingue como Estado de derecho respecto de 
otras comunidades tercermundistas por ejemplo, que 
aquí no hay tribunales especiales ni se pueden crear tri- 
bunales específicos. Es decir, que ya la Ley Orgánica del 
Poder Judicial y ésta que estamos debatiendo ahora esta- 
blecen que los órganos de  la Justicia española y de sus ad- 
ministración son: los juzgados de paz, los juzgados de  ins- 
trucción v de instancia, las audiencias provinciales, los 
tribunales superiores de justicia, la Audiencia Nacional y 
el Tribunal Supremo. Pero de lo que pase después en esos 
órganos de la administración de Justicia, de las necesida- 
des que se reclamen para un mejor funcionamiento, pa- 
rece que en una interpretación hermenéutica la Ley Or- 
gánica del Podcr Judicial dijo: El Gobierno queda facul- 
tado para ampliar en la medida de todo un contexto le- 
gal y herrnenéutico, esas necesidadcs que se reclaman des- 
de la sociedad. 

Por tanto, lo primero que tendríamos que decir es que 
cl conjunto de las leves que estamos analizando, y su co- 
herencia entre unas v otras, garantizan los dos principios 
fundamentales, que tanto la demarcación como la planta 
garantizan los derechos de los ciudados españoles, radi- 
quen donde sean. 

Otro problema. Si la ley Orgiinica del Podcr Judicial es- 
presamente determina, como consecuencia del desarrollo 
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constitucional, que es e l  Gobierno de la nación el que puc- 
de modificar esa configuración de los órganos de la ad- 
ministración de Justicia, la pregunta viene de suvo -v va 
cntro cn el terreno competencid para que sirva de re- 
flexión mutua, porque después el Tribunal dirá lo que sea, 
y ésa era la puerta abierta que queríamos dejar-. Diría- 
mos, precisamente porque la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial dice que es el Gobierno quien tiene esa facultad o 
derecho, no es que excluya a las Comunidades Autónomas 
en nuestra reflexión, es que al especificar que es este ór- 
gano de la Administración del Estado, el  Gobierno de la 
nación, y dar a esa delegación un contenido abstracto, no 
concreto, no objetivamente configurado, porque es de fu- 
turo, no pueden recibir las Comunidades Autónomas una 
delegación o transferencia abstracta. Y ,  señor Bernárdez, 
seguro que lo ve, no pensamos que deba de ser así, que 
las comunidades Autónomas reciban una delegación abs- 
tracta de construir tantas demarcaciones o plantas u ór- 
ganos de la administración como quisieran o entendieran 
que era necesario, no ya por la atribución que preside 
todo ello del artículo 149 del punto 5." de la Constitución, 
que es una atribución del Estado, sino sencillamente por- 
que si ahora aceptásemos sus conclusiones y las de otros 
grupos nacionalistas, llegaríamos a la incoherencia de ha- 
ber no transferido nada, sino transferido un futuro orga- 
nizativo. Yo creo que eso no resiste la lectura reposada 
de la Constitución. Pero el Tribunal Constitucional cn su 
momento determinará lo que sea. 

Dejo abierta, pues, una reflexión, quc es preocupante 
para todos, yo  crco que cuando llegue la sentencia podrc- 
mos trabajar mejor en el  ámbito de las futuras leves, por- 
que habrá ya un marco perfectamente definido, pero no 
queríamos dejar en este último tramo -quizá la justicia 
de paz tenga un discurso de mayor contenid+ de hacer 
referencia a cuál ha sido el estado de nuestra reflexión. 
Por ello nos parece sumamente razonable el discurso que 
ha hecho don Iñigo Cavero cn representación de la Demo- 
cracia Cristiana, v por ello, porque en cierto modo esa vía 
que nos abre a todos su enmienda 161, de enorme tras- 
cendencia para encontrar esas puertas abiertas, vamos a 
asumirla, claro que vamos asumirla, es decir que se in- 
cluya en el artículo 20 un punto 6 que contenga literal- 
mente esa referencia, porque sí que nos parece lógico que, 
como vercmos despuks cn el análisis de otros artículos, el 
Gobierno de alguna forma se comprometa con la Cámara 
a que la etolución de todo esc aspecto, no orgánico, sino 
de desarrollo funcional, estk mínimamente controlado o 
sea conocida por los representantes de la soberanía na- 
cional. 

En este punto del artículo 20 vamos a aceptar tanibifn 
la enmienda número 268 de Alianza Popular, porque es 
una scnsata reflexión. Puede que una Comunidad Autóno- 
ma reciba un conflicto, pero que no este ella implicada 
realmente en dicho conflicto. Tal es el caso, por ejemplo, 
de las referencias que se hacen a lo largo del provecto del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que en el aspec- 
to del orden laboral o social va a tener determinadas com- 
petencia, y ,  sin embargo, no parece que esto, resuelto por 
la Ley del Poder Judicial, se considere como una afección 

de la propia Comunidad. Así  que con mucho gusto accp- 
tamos, la consideración de «en su caso la Comunidad Au- 
tónoma afectada)). 

Pasamos, en segundo lugar, a lo que podríamos consi- 
derar temas de distinta dimensión v entramos de lleno en 
las reflexiones que ha hecho e l  digno representante del 
Grupo Popular y que se han reiterado por el reprcsentan- 
te de Izquierda Unida, señor Sartorius, en e l  sentido de 
por qu6 el proyecto determina 150.000 habitantes y por 
qué establece la cifra de 10 para deducir de ella la divi- 
sión entre Juzgados de Primera Instancia y de instruc- 
ción. Desde luego es obvio que en cuestión de números 
todo es posible, pero crkanmc sinceramente que tanto el 
Grupo Parlamentario Socialista como los órganos respon- 
sables del estudio desde el Ministerio de Justicia han I le- 
gado a unas cilras que no son pueriles, es decir que no obe- 
decen a una dinámica estrictamente matemática de que 
nos haya parecido que 150.000 es  mejor que otra cilra o 
que diez es mejor que seis. 

Vamos a empezar por la cuestión de la distribución de 
los Juzgados. Fí,jense, si admiticlramos la enmienda de seis 
iqub sucedería? Sucedería que la mitad serían del orden 
penal, la mitad del orden civil: Juzgados de Instrucción 
o de Instancia. Pues la relación o «ratio» que hemos uti- 
lizado en el estudio de cstc problema dice que donde hav 
seis juzgados nunca la relación entre el orden civil y pc- 
nal es de mitad v mitad. Esa rellexión la hicimos reposa- 
damentc para comprender qui. razones había para prc- 
sentar la enmienda. Si fukramos a la «ratio)> de 4-2, ha- 
bría s in  duda una mayor presión respecto de uno de los 
órdenes, y justamente es a partir de di& cuando se con- 
citan dos realidades: primero, que la población donde tic- 
ncn su sede los diez juzgados es importante, tiene un vo- 
lumen de asuntos civiles y penales serio como para a par- 
tir de ahí proceder a la división. Y rc'spccto de la cifra de 
150.000 habitantes, es tambign algo sobre lo que de algu- 
na forma se reflexiona por la dcmogral'ia o sociología, 
como ustedes quieran, por el comportamiento o movili- 
dad de la socie$ad española. 

Cierto tanibien que I'dltaba una reflexión cn el provec- 
t o  de ley, y ol'recemos a1 Grupo de Minoría Catalana una 
transaccional referida concretamente al artículo 2 1.2. La 
enmienda de Minoría Catalana lo que introduce es la rc- 
flexión, puesto que hav poblaciones en nuestro territorio 
que crecen desmesuradamente en determinados monieri- 
tos del año, bien sea por actividades turísticas, ctcetcra, 
o que en el futuro, por razones industriales o económicas, 
pudieran concitar movimientos de cmigracibn que hicic- 
ran necesario que la Icv o el provecto rcicogicran en ese 
ámbito una reflexión más eficaz. 

Ofrecemos la enmienda transaccional al artículo 21 .Z 
que traslado a la Mesa, de adición, que diría ((siempre que 
esten radicados (los juzgados) cn un partido judicial su- 
perior a 150.000 habitantes de derecho o experimenten 
aumentos de población de hecho que superen dicha ciíra 

el volumen de cargas competenciales así  lo exija.. Rc- 
cogemos el espíritu de la enmienda de Minoría Catalana, 
introducimos quizá la referencia a las cargas coinpctcn- 
cialcs, que deja abierta la puerta para que conjuritanicn- 
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te los intereses tcrritoriales concretos y la Administración 
Central pudieran llegar a una conclusión más elicaz. 

Con ello me da la impresión de que concluvo la contcs- 
tación a las intervenciones de los Grupos quc han intcr- 
venido en este punto. Si hubiésemos olvidado alguna 
cosa, coyuntural o precisa, que se entienda cn esa re- 
flexión o preámbulo general que hemos hecho al princi- 
pio y en la réplica contestaríamos. 

Respecto de las demás enmiendas, señalamos nuestra 
oposición. 

El señor PRESIDENTE: Vov a dar la palabra a los di- 
ferentes Grupos que la soliciten, sobrc todo a aquellos que 
han sido objeto de enmiendas transaccionalcs, para que 
nianií'icsten su posición en relación a las mismas. 

En primer lugar, por Minoría Catalana, tiene la pala- 
bra el señor Trías de Bcs. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Yo no vov a con- 
trarreplicar a la intervención del señor Lópcz Riano en rc- 
lación con la cuestión competencial. Creo que aquí cada 
uno tiene sus posturas. Evidentemente, habrá que cspc- 
rar a la sentencia del Tribunal Constitucional. Mi única 
reflexión era que csta ley no naciera muerta en  virtud de 
una futura sentencia, y haber encontrado la solución era 
mejor que haber tomado partido por un determinado seti- 
tido de la scntcncia. Esta era la reflexión que yo hacia, in- 
cluso en Ponencia estuvimos hablando de ello y el Grupo 
Socialista también se brindaba a cualquier solución difi- 
cilísima de encontrar evidentemente. Por tanto, yo no voy 
a hablar más del problema competencial. Aquí está plan- 
teado. Lo defenderemos donde sea y en cl Senado volve- 
remos a plantearlo. 

En relación con la cnniicnda transaccional que propo- 
ne el Grupo Socialista a nuestra cnniienda número 70, re- 
ferida al artículo 2 1 ,  número 2 ,  dicha enmienda rccogc 
perfectamente lo que nosotros planteábamos en la nues- 
tra v ,  por tanto, la aceptamos, señor Presidente. 

El scnor PRESIDENTE: Tiene la palabra el scnor 
Hui dobro. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Señor Presidente, desea- 
tnos que sea el señor Lópcz Riano el que siga en el uso de 
la palabra, puesto que aceptamos la solucióri dada para 
el artículo 20. 

El señor PRESIDENTE: Ticiic la palabra el señor 
Cavcro. 

El scnor CAVERO LATAILLADE: Al agradecer la acep- 
tación de la enmienda, simplemente sugerirle al Grupo 
Socialista que en la redacción de la enmienda traiisacio- 
nal se menciona al Gobierno y al Ministerio de Justicia, 
y creo que tclcnicamcntc seria mc,jot. quc se mencionara 
únicamente al Gobierno. No es porque quci'ainos e11 este 
momento rebajar nada, sino porque antes, comentándolo 
con algún miembro del propio Grupo Socialista, veíamos 
que el Ministerio de Justicia es mencionado dcspucs en 

un tipo de desarrollo de otra intensidad o naturaleza, más 
rebajada. Entonces, pensamos que, evidentemente, al 
mencionar al Gobierno ya mencionamos al Ministerio de 
Justicia. Por nuestra parte no hav inconvcnientc en man- 
tenerla en sus términos, pero adelantamos que si el Gru- 
po Socialista, en orden a perfeccionar la redacción dc la 
enmienda como transaccional, quiere suprimir la mcn- 
ción al Ministerio de Justicia, adelanto que estaríamos de 
acuerdo tambicln. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Buil. 

El señor BUIL CIRAL: Para agradecer al ponente so- 

aclarar todo lo que se refería al principio de reserva de 
ley y ,  francamente, lo ha hecho tan bien que vo cstov to- 
davía más firme en mis convicciones de que, cí'ectivamcn- 
te, aquí estamos ante un caso niuv explícito de rcscrva de 
ley. Lo que está plenamente claro, como está en nuestra 
Constitución y en el artículo 20 de la Lcv Orgánica del Po- 
der Judicial, no es necesario que tenga ningún tipo de iri-  

tcrpretación, sino una aplicación directa, pero yo pienso 
que no  es que sea una cucstión absolutamente trascen- 
dental, sino de reserva y de respeto a estos principios. Y o  
pienso que tampoco el Gobierno, caprichosamente, va a 
estar creando o suprimiendo órganos; ni  este Gobierno ni 
ningún otro Gobierno. Por eso digo que en el terreno de 
la práctica quizá no sea una cosa trascendental, pero sí 
que es conveniente siempre respetar estos principios 
consti tucionalcs. 

(.¡, '1 l ' .  ista, señor Lópcz Riano, el esfuerzo que ha hecho por 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra e l  señor 
Beriiárdcz. 

El scnor BERNARDEZ ALVAREZ: Simpleniente, quic- 
ro decir que la intervención del señor Lópcz Riaño, que 
L'S un niagníIico dialéctico, n o  sólo no me ha convencido, 
como cs lógico, y no sólo me ha reafirmado en mi tesis, 
Lomo le ha ocurrido al scnor Buil, s i n o  que ha introduci- 
do en el tema un nuevo motivo de preocupación. 

Yo comprendo que desde sus tesis centralistas, v no lo 
digo como reproche, sino como un punto de vista, no tie- 
ne importancia a lo mejor la frase que ha introducido, 
x r o  desde mi tesis sí me preocupa. Usted ha hablado de 
las competencias como una delegación. A mí este tema 
iic preocupa, porque yo entiendo que no hav una delega- 
Lión por ningún lado. Las conipetcricias, las tienen las Co- 
iiunidadcs Autónomas «pcr  s e ~ ,  v usted n o  ha dicho de 
quiCn es delegación, pero la siniplc palabra delegación me 
x ~ o c u p a .  Por tanto, quiero dejar constancia de esto y no 
mtranios otra vez en el fondo de la cucstión, porque vol- 
,mios  siempre a la Ley Orgánica del Consejo del Poder 
ludicial, que es precisamente con lo que no estamos de 
~cucrdo.  Por tanto, vo sigo reiterándome v me gustaría 
que me aclarase un poco eso de la delegación o,  por lo me- 
ios, que me diese la tranquilidad de que no concibe us- 
cd desde su Grupo parlamentario las competencias de 
a s  Comunidades Autónomas como una delegación cle 
1 a tl ¡e . 
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El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ló- 
pez Riaño. 

El señor LOPEZ RIAÑO: Con mucha rapidez, para 
agradecer a los Grupos lo que tienen de constructivas sus 
intervenciones, que yo creo que es todo, aun cuando no 
se estk de acuerdo. Lo más extraño es que la habilidad del 
parlamentario señor Bernárdez llegue a que en dos per- 
sonas que sostienen justamente las posiciones contrarias, 
usted con relación al señor representante del CDS, haya 
podido yo producir una idéntica reflexión, pero, en fin, 
son cosas que tampoco perjudican a nadie. 

Si usted ha querido ver en mis expresiones un sentido 
centralista de esta cuestión, ya le anticipo, no por mi ori- 
gen, que es común al suyo, sino por vocación del todo el 
Grupo parlamentario, que no se trata de una cuestión cen- 
tralista. Yo creo que esta reflexión, ya lo hemos dicho 
todo, es muy profunda. El Tribunal Constitucional tiene 
que avanzar imperiosamente por la necesidad del rccur- 
so en ello, y si le tranquiliza saber mi concepto respetuo- 
so de lo que son las transferencias, pero tambikn de lo que 
los Estatutos pueden decir en un momento determinado, 
cuya interpretación, insisto, es ya para nuestra estructu- 
ra del Estado de las autonomías insoslayable, sirva una 
referencia personal de comprender su reacción ante mis 
palabras. 

En cuanto a la enmienda de don h igo  Cavero, la es- 
tructura del artículo menciona siempre al Ministerio de 
Justicia. Yo creo que, teniendo en cuenta que la actividad 
del Gobierno es solidaria y ustedes la pueden exigir en 
todo momento, si me permiten una reflexión más, acep- 
taríamos su enmienda sin esa modificación de última 
hora. 

Hay una cuestión, señor Presidente, que puede tener un 
carácter técnico y si quieren ustedes más adelante la 
corregimos. Se dice que todas estas situaciones serán re- 
flejadas en el Boletín Oficial del Estado. Perdóneme, se- 
nor Zubía, si no hice referencia a ello. Hay un fórmula ge- 
neral: «sin perjuicio de que figuren también en el Boletín 
de las Comunidades Autónomas.» Si le parece a usted, en 
otro momento podríamos hacer una redacción conjunta, 
porque en todo caso será el Boletín Oficial del Estado, sin 
perjuicio de lo que puedan establecer los Boletines de las 
Comunidades Autónomas. 

El señor PRESIDENTE: Antes de someter a votación 
las diferentes enmiendas, quisiera comunicar a SS. SS. 
que a la una menos cinco, aproximadamente, suspcndc- 
remos la sesión, dado que va a venir a visitarnos una de- 
legación húngara, prcsidida por el señor Ministro de Jus- 
ticia de Hungría, con asistencia del Embajador de dicha 
nación y de la Subdirectora General del Departamento de 
Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio de Jus- 
ticia húngaro, así como del segundo Secretario de la Em- 
bajada de Hungría. 

Naturalmente, todos los señores Diputados que deseen 
acompañar a la delegación húngara serán bien recibidos, 
pero quisiéramos que al menos los portavoces estuvieran 
presentes con la Mesa en el recibimiento a esta delega- 

ción. La visita está prevista a la una. No sabemos el or- 
den del día específico ni lo que querrán preguntarnos, y 
se reunirá en esta misma sala. (El señor Cavero Latailla- 
de pide la palabra.) ¿Señor Cavero? 

El señor CAVERO LATAILLADE: Una cuestión de or- 
den, señor Presidente. 

Ya que ha tenido la amabilidad de mencionarnos esta 
cfeméridc csta mañana de la visita de la delegación jurí- 
dica húngara, querría saber que previsión tenía de la con- 
tinuidad de los trabajos de la Comisión, porque luego se 
puede precipitar la hora de la llegada de los húngaros y 
nos podemos encontrar con que no se ha programado e l  
seguimiento de las actividades de la Comisión. 

El señor PRESIDENTE: La Comisión, que sc' suspen- 
derá a la una menos cinco, reanudará sus trabajos, con- 
tinuando con el dictamen de esta ley, el próximo martes 
a las dicz de la mariana. Supongo que el martes seremos 
capaces de terminar y ,  si no, continuaremos el miércoles. 
Tambien podríamos hablar con los portavoccs sobre la 
posibilidad de continuar la sesión mañana por la tarde, 
en función de que por la mañana se terminará el Plcno 
(Denegaciones.) De todas maneras, como no quiero plan- 
tear en este momento una discusión con SS. SS. sobre 
csta determinación, será mejor que la Mesa, conjunta- 
mente con los portavoces, así lo acuerde. 

Pasamos a la votación de las diferentes enmiendas. So- 
metemos, en primer lugar, a votación las enmiendas nú- 
meros 44 a 49, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
a favor, ocho; en contra, 17; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas. 

Votamos la enmienda número 70, de Minoría Catalana, 
según la redacción transaccional propuesta por el Grupo 
Parlamentario Socialista. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la citada 
cnmicnda. 

Votamos, a continuación, las enmiendas números 269, 
270, de Coalición Popular y la 416, del Diputado señor 
Cárceles, del mismo Grupo Parlamentario. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
a favor, ocho: en contra, 18; abstenciones, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas referidas. 

Votamos, seguidamente, la enmienda número 268, de 
Coalición Popular, que ha sido aceptada por el Grupo So- 
cialista dándole una redacción transaccional, añadiendo 
11 y en su caso D, 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
a favor, 30; abstenciones, cuatro. 
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El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
número 268, de Coalición Popular, con la redacción tran- 
saccional efectuada por el Grupo Parlamentario Socia- 
lista. 

Votairios, a continuación, las enmiendas 453 a 461, del 
Grupo Parlamentario Vasco. PNV. (El señor Huidobro 
Díez pide la palabra.) 

Señor Huidobro, tiene la palabra. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Señor Presidente, nuestro 
Grupo tiene interés en que la enmienda 460 se vote por 
separado. 

El señor PRESIDENTE: Así se hará. Votamos por con- 
siguiente, las enmiendas 453 a 459, ambas inclusive, y la 
461, del Grupo Parlamentario Vasco, (PNV). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 18; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las cn- 

Votamos, a continuación, la enmienda 460, del niismo 
miendas referidas. 

Grupo Parlamentario. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la eninien- 

Votamos, seguidamente, las enmiendas 84 y 85, del 
da 460, del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

Grupo Parlamentario del CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 12; en contra, 18; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas 84 y 85,  del Grupo Parlamentario del CDS. 

Votamos las enmiendas 134 y 135, del señor Bcrnárdez. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 18; abstenciones, seis. 

El senor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las rcleri- 

Votamos la enmienda número 1 1  1 ,  del seor BandrCs. 
das enmiendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 18; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da del señor Bandrés. 

Votamos, a continuación, la enmienda número 206, del 
Grupo Parlamentario Mixto, Izquierda Unida-Esqucrra 
Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la cnmien- 
da número 206. 

Votamos, a continuación, la enmienda número 161, dc 
la Agrupación de Diputados de la Democracia Cristiana. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El senor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda. 
Con esto hemos terminado la votación de las enmien- 

das y procedemos a votar el articulado. Estamos en el Ca- 
pítuloii,  que comprcndc dos artículos el 20 y el 21. 

Votamos el artículo 20, que integra también el título 
del Capítulo 11, ((Modificación de la planta judicial)). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 24; en contra, cuatro; abstenciones, cuatro. 

El senor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Votamos el artículo 2 1 .  

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 21; en contra, 10. 

El senor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Pasamos, señorías, a continuar el dictamen en el Capí- 

tulo 111 de este Título 11, que comprcndc los artículos 22 
a 27. 

Mantenemos, a efectos de su votación, las enmiendas 
198 y 199, del Diputado scnor Tamames. 

Tiene la palabra, para defender las enmiendas 162 y 
163, de la Agrupación de Diputados de la Democracia 
Cristiana, el señor Cavcro. 

El senor CAVERO LATAILLADE: La enmienda 162 se 
refiere al contenido del artículo 23 del proyecto, en cuyo 
párrafo segundo se prevé que los destinos dcl Gabinctc 
Técnico de Información y Documentación del Tribunal 
Supremo, que estará integrado por seis magistrados y una 
jefatura, se proveerán por libre designación. 

Nuestra enmienda lo que contempla es la posibilidad 
de que en lugar de rclizarsc esta designación libremente, 
se haga mediante concurso de mCritos con la adecuada 
convocatoria para magistrados, y exigiendo más de cinco 
años de ejercicio efectivo en cuanto se pueda tratar de ma- 
gistrados especialmente cualificados para el ejercicio de 
esta función. Luego, por tanto, í‘undamcntalmentc nues- 
tra enmienda tiende a recortar la posibilidad de que el 
Consejo General pueda ejercer una excesiva discrcciona- 
lidad en la designación de los miembros de este Gabinctc 
Técnico, que realmente por sus características tbcnicas 
está justificado que cstC formado por magistrados que 
concurran y en función de un concurso de mCritos se se- 
leccionen quiCncs son los más idóncus, y no por una mera 
liberalidad en cuanto supone la libre designación por par- 
te del Consejo General, tal como prevC el proyecto. 

Paralelamente, y en congruencia con ello, el apartado 
3 es objeto tambicn de modilicación en cuanto sugerimos 
que la remoción sea mediante propuesta motivada por el 
Presidente del Tribunal Supremo, v no que sean removi- 

Artículos 
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dos libremente por él, ya que en este caso nos cncontra- 
mos con que los miembros de este Gabinete Técnico de In- 
formación y Documentación del Tribunal Supremo apa- 
recen designados libremente por el Consejo General v re- 
movidos libremente por el Presidente del Tribunal Supre- 
mo, que es a su vez Presidente del Consejo General del Po- 
der Judicial. Lo único que pretendemos con esta enmien- 
da  es darle un mayor carácter de objetividad y de pcrma- 
nencia tanto a la selección de los magistrados que vayan 
a integrar este Gabinete como a la permanencia en d. 
Creemos que es importante que este Gabinete esté prcsi- 
dido por el mismo espíritu que caracteriza toda la carre- 
ra judicial, que es la garantía de inamovilidad, v esa ga- 
rantía de inamovilidad queda indudablemente más rclor- 
zada en la medida en que el cese no sea libremente, sino 
que tenga que cumplir por lo menos como requisito la 
propuesta motivada del Presidente del Tribunal Suprc- 
mo, mediante la forma de incorporación a su destino de 
procedcncia. Esta es la razón de esta enmienda. 

Y siguiendo con el turno v con la práctica que se vicnc 
estableciendo de dcí'ender todas las enmiendas conjunta- 
mente, la número 163 tiene por objeto el artículo 25 del 
proyecto de ley. En el artículo 25,  como conocen sus se- 
ñorías, el provecto contempla la posibilidad de que en el 
Ministerio de Justicia existan diez plazas de magistrados 
o juedcs que, en virtud del Reglamento Orgánico del Mi- 
nisterio, puedan cumplir determinadas funciones de auxi- 
lio a las actividades de competencia de ese Ministerio, y 
dice que se proveerán en este caso por concurso de méri- 
tos, cosa que no se contempla en el artículo 23, por cjcm- 
plo. Pero, a nuestro juicio, establecer la posibilidad te- 
niendo en cuenta la carencia de magistrados v jueces que 
existe en la actualidad y que prevemos que durante mu- 
cho tiempo va a continuar, v teniendo en cuenta el carác- 
ter coyuntural, va que se ha dicho que esta Ley de Planta 
y Demarcación probablemente dentro de tres o cuatro 
años haya que  revisarla, durante ese período de tres o cua- 
tro años hace falta que el mavor número posible de ma- 
gistrados v jucccs estén dedicados a lo que es su función: 
juzgar y ejecutar lo juzgado. Por tanto, llevar a funciones 
administrativas o de asesoramiento al Ministerio de Jus- 
ticia a magistrados v jueces, comporta dos consecuencias: 
primero, distraerles de los destinos donde deberían cum- 
plir su función, v segundo, dar la sensación de que real- 
mente estos magistrados o jueces vienen a ocupar una 
función cuasi política, porque, al fin y al cabo, desde el 
Ministerio de Justicia, por muv técnico que sea su aseso- 
ramiento, la selección de estos magistrados o jueces im- 
plica un cierto compromiso con la política, que cstov se- 
guro de que puede ser niuy acertada, que desarrolle el Mi- 
nisterio de Justicia, por otro lado, en el momento en que 
cesaren en esta función, teniendo en cuenta que los dcs- 
tinos a los que tendrían que concurrir probablemente sc- 
rían provistos por el propio Consejo General del Poder Ju- 
dicial, implicaría una cierta apariencia o imagen, aunque 
no se diera en la realidad, de que estos jueces o niagislra- 
dos podrían ser seleccionados por criterios que no fueran 
puramente técnicos; daría la sensación de que son iiiagis- 
trados y jueces de confianza del Ministerio clc Jiisiicin. 

Por estas razones, nuestra propuesta es la supresión, te- 
niendo en cuenta que en el Ministerio de  Justicia existc 
además un cuerpo que tiene unas características muy si- 
milares en su origen y selección, como es el cuerpo de Ie- 
trados, que ha estado en un momento determinado inte- 
grado con el cuerpo de Letrados del Estado, y que, por 
tanto, el Ministerio de Justicia, si quiere, tiene ese aseso- 
ramiento v esa función ya resuelta, sin necesidad de te- 
ner que distraer a magistrados y jueces. Por ello, seño- 
rías, proponemos en nuestra enmienda  la supresión del 
artículo 25. 

El señor PRESIDENTE: Rectifico lo dicho anterior- 
mente, respecto a que íbamos a suspender a la una me- 
nos cinco; suspenderemos a la una menos cuarto, en fun- 
ción de que tienen que limpiar la sala. 

En nombre de Coalición Popular, existen las cnmicn- 
das 271 ~ 272 v 273. 

Para la defensa de dichas enmiendas, ticnc la palabra 
el señor Huidobro. (El señor Vicepresidente, Luna Gon- 
zález, ocupa la Presidencia.) 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Nos parecen muy aterra- 
das las consideraciones que acaba de hacer el señor 
Cavcro. 

El número 3 del artículo 23 se refiere a otros miembros. 
En Ponencia se hizo referencia a la posibilidad de accp- 
tar nuestra enmienda, porque fijaba un criterio en el que 
se privaba de establecer un orden de preferencia distinto 
o especial para estos miembros, pero poniéndoles un pla- 
zo para que pudieran salir de la situación en la que se en- 
contraban. En espera de que el grupo Socialista nos diga 
si realmente sigue manteniendo esa posibilidad, espcra- 
remos a la réplica para defender definitivamente nuestra 
cnmicnda o decir que aceptamos la transaccional que nos 
proponga. 

Las enmiendas 272 y 273 hacen referencia a un cuerpo 
que existe en este momento. En el Ministerio de Sanidad 
y Consumo hay una comisión central de reclamaciones so- 
bre declaración y provisión de vacantes del personal sa- 
nitario de la Seguridad Social, que en este momento está 
cubierta por un magistrado. Si se sigue pensando por el 
Gobierno que deben existir magistrados dentro del Minis- 
terio de Justicia, pensamos que este puesto debe regular- 
se de alguna manera. O se suprime, o se mantiene. Noso- 
tro pensamos que, puesto que hay creada una organiza- 
ción con un magistrado al frente de esta comisión y un 
personal auxiliar, lo lógico es que, si el Gobierno mantic- 
nc una postura, sea coherente con ella v siga mantenien- 
do 1ambii.n este puesto. A esto responden las enmiendas 
272 y 273 que ha presentado nuestro Grupo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna Gonzálcz): Para la 
defensa de las enmiendas números 86 v 87, del Grupo Par- 
lamentario del CDS, tiene la palabra el señor Buil. 

El scnor BUIL GIRAL: Estas dos enmiendas exigen po- 
cas cxplicacioncs. En cuanto a la número 86, lo que se 
propone es que los letrados al servicio del Tribunal Su- 
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premo, que según el texto del proyecto se reclutan por 
concurso de méritos entre funcionarios de las Administra- 
ciones públicas y de la Administración de justicia en ge- 
neral, que sean exclusivamente funcionarios de la Admi- 
nistración de justicia, por lo cual creemos que hace falta 
una especial capacitación para desempeñar estos puestos 
que no se correspondería en el caso de ser tan abierto el 
concurso de méritos. 

En cuanto a la enmienda número 87, trata de la valo- 
ración del trabajo que corresponde a los decanos. En el 
proyecto se propone que se libere de todo trabajo al de- 
cano en aquellos supuestos en que existan más de 40 ór- 
ganos jurisdiccionales, con lo cual en este momento sólo 
sería aplicable a dos circunscripciones. Nosotros propo- 
nemos una cifra que podrá parecer caprichosa pero creo 
que atendería a todos aquellos casos en los que es de su- 
poner que exista un trabajo que justifique la liberación 
del decano, y por eso lo situamos en 25. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Para la 
defensa de las enmiendas 462 a 467, del Grupo Parlamcn- 
tario Vasco, PNV, tiene la palabra el señor Zubía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Voy a defender las 
enmiendas 462 a 467, ambas inclusive. No sé por que apa- 
rece primero la enmienda 462 y luego la 463. Es una úni- 
ca enmienda que pretende dar una redacción al artícu- 
lo 23 bis, que consta de seis puntos. Yo creo que el moti- 
vo no es otro que, como la enmienda iba en dos folios, 
han considerado que eran dos enmiendas diferentes. Apa- 
rece por una parte hasta el punto 4 inclusive la redacción 
del artículo 23 bis, y en otro número de enmienda dife- 
rente aparecen los puntos 4 y 5. Pero la enmienda no es 
más que una, llamémosle 462 ó 463, y pretende la rcdac- 
ción de un nuevo artículo 23 bis. Lo que pretende es sim- 
plemente que en las comunidades autónomas se constitu- 
yan también los Gabinetes Técnicos de información y do- 
cumentación que se desarrollan en el artículo 23 del pre- 
sente proyecto, en cumplimiento de lo que establece la 
Ley Orgánica del Poder Judicial. Nos parece sumamente 
interesante y necesario que exista este Gabinete Tkcnico 
de información y documentación dentro del Tribunal Su- 
premo. Pero las mismas razones que han aconsejado crear 
este gabinete en el Tribunal Supremo aconsejan crearlo 
también en los Tribunales Superiores de Justicia. De ahí 
el articulado que proponemos con las especificidades pro- 
pias del caso, por cuanto el número de magistrados y de 
letrados debe ser necesariamente diferente del cstablcci- 
do para el Tribunal Supremo e incluso distinto entre los 
diversos Tribunales Superiores de Justicia en razón de su 
diferente planta. En definitiva, la filosofía es la de crear 
un gabinete idéntico en los Tribunales Superiores de 
Justicia. 

Existe otra enmienda, la 464, que es alternativa a la an- 
terior. Trata de hacer una redacción mucho más limita- 
tiva por si el Grupo Socialista tiene a bien entender que 
la redacción se ajusta más a sus principios, pero es una 
alternativa a esta pretensión de las enmiendas anteriores. 

En cuanto a la enmienda 465, que propone tambikn la 

inclusión de un nuevo artículo, que sería el 25 bis, debo 
decir que, tras escuchar la intervención del portavoz de 
la Democracia Cristiana en la defensa de su enmien- 
da 163, participo de las manifestaciones y consideracio- 
nes que han hecho pero para el supuesto de que no se 
aceptara la supresión solicitada, mi Grupo mantendría 
esta enmienda, que lo que pretende es que, de la misma 
manera que el artículo 25 establece que en el Ministerio 
de Justicia existirán diez plazas provistas por jueces o ma- 
gistrados, caso de que se considere oportuno mantener 
esto, se permita que pueda existir tal posibilidad en las 
comunidades autónomas que tengan competencia en la 
materia. 

Por lo que respecta a las dos enmiendas restantes que 
tiene presentadas mi Grupo a este Capítulo 111, no proce- 
de mayor defensa, por cuanto ambas son al artículo 27, 
la primera al punto 1 y la segunda al 2, y son exactamen- 
te iguales a enmiendas que han sido ya defendidas en el 
capítulo anterior y que han sido ya rechazadas por el Gru- 
po Socialista. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Para la 
defensa de la enmienda número 1 12, tiene la palabra el se- 
ñor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Muy brevemente, porque 
las razones que voy a invocar son muy similares a las que 
va ha expresado de modo muy acertado el portavoz de la 
Agrupación de la Democracia Cristiana. 

Nosotros no entendemos para que hace falta situar en 
el Ministerio de Justicia determinado número de jueces y 
magistrados. Quizá haya una explicación de Derecho 
comparado, pero cuando yo redacté esta enmienda no te- 
nía ningún elemento para entender esta inclusión, dentro 
del proyecto de lev, de esta especificación del destino de 
determinados jueces y magistrados al Ministerio de Jus- 
ticia. Porque consideramos injustificada la existencia dc 
s a s  plazas en ese Ministerio es por lo que pedimos la su- 
presibn de este artículo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Para la 
defensa de su enmienda número 19, tiene la palabra el sc- 
ñor Azcárraga. 

El senor AZCARRAGA RODERO: Muv brevemente, 
porque las consideraciones de esta enmienda va han sido 
'xpuestas por otros intervinientcs con anterioridad. 

Unicamente voy a plantear dos cosas. Nosotros tenc- 
mos dudas con respecto a si este artículo debía suprimir- 
je o no. N o  vemos la efectividad de la existencia de estas 
iicz plazas de jueces y magistrados. Ahora bien, en el caso 
ic  su mantenimiento, entendemos que el artículo es ab- 
solutamente incompleto y contrario, incluso, a lo que se 
ndica en alguno de los estatutos de autonomía en vigor. 
Entendemos que en el ámbito de su competencia el Mi- 
iistcrio de Justicia tiene facultad para convocar v reser- 
iar estas diez plazas de jueces v magistrados, pero existe 
jtro ámbito donde la competencia no es del Ministerio de 
lusticia y me refiero al ámbito dc las propias comunida- 
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des autónomas. En el caso de la Comunidad Autónoma 
del País Vasco, su propio artículo 13 lo indica con meri- 
diana claridad. 

Nuestra enmienda de adición va dirigida a que en el  
caso de que se mantenga, como parece ser, este artícu- 
lo 25, haya que tener muy en cuenta que también en el 
ámbito de las comunidades autónomas, cuando sus esta- 
tutos así lo indiquen, la provisión de esas plazas depen- 
derá de ese propio Consejo de gobierno en relación con el 
Consejo del Poder Judicial. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Para la 
defensa de sus enmiendas, número 50 y 5 1 ,  en nombre de 
la Minoría Catalana, tiene la palabra el señor T r í a  de 
Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Muv brevemente, 
porque son enmiendas que ya se han defendido y que han 
sido rechazadas o al menos de tenor similar y no me voy 
a extender. Pretenden añadir una frase al artículo 27, tan- 
to en su apartado primero, como en e l  segundo y se refie- 
ren a las disposiciones que puedan dictar las comunida- 
des autónomas en relación con la designación de los juz- 
gados que podrán llevar los registros civiles en poblacio- 
nes superiores a 500.000 habitantes o inferiores a las mis- 
mas. Doy por defendidas las enmiendas que se defienden 
por su mismo tenor literal. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna González): Para la 
dcfcna de su enmienda número 207, tiene la palabra el se- 
ñor Sartorius. 

El señor SARTORIUS ALVAREZ DE LAS ASTURIAS 
BOHORQUES: Me remito a los argumentos invocados en 
la enmienda anterior. por cuanto tambicn en Csta se re- 
fiere a una diferencia en el ((quantum)). El artículo habla 
de 500.000 habitantes. Nosotros entendemos que sería 
mc,jor hablar de 250.000 habitantes, en coherencia con las 
enmiendas anteriores y los argumentos ya expresados. 
Ese es el motivo de esta enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Luna Gonzálcz): Para un 
turno en contra tiene la palabra el señor Rodrígucz Za- 
patero. Le rogaría que se ajustara al tiempo de diez mi- 
nutos, si puede ser, para cumplir lo acordado por el 
Presidcntc. 

El señor RODRICUEZ ZAPATERO: Brcvenicnte y si- 
guiendo el orden de las intervenciones. 

En relación con las enmiendas de la Agrupación de la 
Democracia Cristiana defendidas por el señor Cavcro, 
cabe señalar lo siguiente: Por lo que respecta al gabinete 
tkcnico que regula el capítulo tercero, a nuestro juicio la 
configuración del mismo exige que se produzca el nom- 
bramiento y la remoción desde la discrccionalidad del 
Presidente o de Iorma vinculante, como establece el pro- 
yecto. Es un gabinete de marcado carácter asesor, es un 
órgano de confianza, que la propia Ley Orgánica del Po- 
der Judicial establece bajo la dependencia -esa es la es- 

presión literal- del Presidente del Tribunal Supremo, lo 
cual invita a pensar en la conveniencia de que el nombra- 
miento y remoción sean por el criterio de la libre de- 
signación. 

Por lo que respecta a la enmienda en la que se hace re- 
ferencia al artículo 25 -concretamente a ese precepto 
hay diversas enmiendas y en este trámite doy por contes- 
tadas las otras posiciones de los diferentes Grupos-, hay 
que señalar que la existencia en e l  Ministerio de Justicia 
de plazas de jueces y magistrados adscritos al mismo es 
algo que está previsto en la propia Ley Orgánmica del Po- 
der Judicial. Lo único que hace esta ley es desarrollar lo 
que, a nuestro entender, es una obligación, un mandato 
de la propia Ley Orgánica del Poder Judicial (disposición 
adicional dfcima): «La Ley de Plata determinará las pla- 
zas que en el Ministerio de Justicia serán servidas por 
miembros de la carrera judicial. Las referidas plazas se 
cubrirán por concurso de méritos)) (de ahí que no deba 
de extrañar que el proyecto recoja esa fórmula a diferen- 
cia del gabinete) ((y resolverá el Ministerio de Justicia en 
la forma que se determine reglamentariamente)). No obs- 
tante, porque también se ha expuesto la necesidad de que 
los jueces cstfn en la función jurisdiccional estrictamen- 
te, hay que señalar que el Grupo Socialista presenta, en 
este sentido, una enmienda transaccional a las enmien- 
das 112 v 163, cuya redacción, en vez de ((existirán diez 
plazas)), sería ((podrán existir hasta diez plazas)), con lo 
cual existe una limitación mayor, en tanto en cuento el 
número sólo sería hasta diez y el Ministerio no tendría ne- 
cesidad, a su libre criterio, de que fueran esas, sino que 
podrían ser menos. Un margen como éste no afectaría a 
su funcionamiento, aunque todos sabemos la necesidad 
que existe de jueces. Pero, insisto, creemos que es un man- 
dato de la Ley Orgánica del Poder Judicial que esta ley 
contemple esa posibilidad, como hemos indicado an- 
tcriormen te. 

En cuanto a las enmiendas del Grupo Popular, concre- 
tamente a la 271,272, v 273, que están referidas al artícu- 
lo 23, en este trámite también queremos proponer una en- 
mienda transaccional -según se ha comentado en la Po- 
nencia-, en la cual el útlimo inciso del artículo 23.3 que- 
daría redactado de la siguiente forma: En el plazo de tres 
años deberán obtener plaza en propiedad en los concur- 
sos ordinarios de traslado. Si no la obtuvieran, serán des- 
tinados a plaza declarada desierta. Esa sería la redacción 
de la enmienda transaccional al artículo 23.3, que creo 
que en ese sentido satisface los deseos del Grupo Popular. 

Por último, las enmiendas 272 y 273 han producido una 
cierta sorpresa al Grupo Socialista. Creemos que pueden 
ser enmiendas «ad personam)). En todo caso, no sería éste 
e l  marco legal ni el procedimiento adecuado para referir- 
se a esa situación específica del Ministerio de Sanidad. 

Por lo quc respecta a las enmiendas del Grupo del CDS, 
la enmienda número 86, a nuestro juicio, tiene una con- 
tradiccibn interna importante. Yo diría que es una en- 
mienda que padece de estrabismo, va que por un lado se 
restringe la posibilidad de que sólo sean funcionarios del 
Ministerio de Justicia los que accedan a las plazas de le- 
trados en el gabinete tkcnico y, por otro lado, se abre una 
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especie de cuarto turno similar. Por un lado, se restringe, 
dentro de los funcionarios de la Administración con titu- 
lación en Derecho, al Ministerio de Justicia y, por otro, se 
amplía a una especie de cuarto turno. M e  estov refirien- 
do a la enmienda 86. Creemos que no tiene mucho senti- 
do, sobre todo lo del cuarto turno o una especie de cuarto 
turno, porque la función de asesoramiento que van a cum- 
plir estos letrados en el gabinete técnico no exige esa aper- 
tura, esa posibilidad de que otras sensibilidades diferen- 
tes, como el cuarto turno para el ejercicio de la función 
jurisprudencial, se cumplan en la función de asesoramien- 
to. Por consiguiente, no lo estimamos necesario y creemos 
que es más coherente el texto del proyecto que abre una 
amplia gama de posibilidades de acceso a ese cuerpo de 
letrados, o a esa función de asesoramiento, porque recoge 
todos los funcionarios de todas las Administraciones pú- 
blicas que tengan la titulación de letrado. (El senor Pre- 
sidente ocupa la Presidencia.) 

La enmienda d i  del CDS está referida al artículo 26. En 
ella se propone una reducción del número de Juzgados a 
los efectos de la liberación, concretamente pasar de 40 a 
70. Sosotros creemos que, atendiendo al informe del Con- 
sejo General del Poder Judicial, que cita, por un lado, ex- 
presamente la cifra de 40, y a tenor del propio precepto, 
el 166.3 dc la Ley Orgánica del Poder Judicial, que utili- 
za la expresión «excepcionalmente)) para los supuestos de 
liberación, creemos que esa excepción se garantiza me,ior 
estableciendo el límite de 40 en el sentido tambien tiel 
Consejo General del Poder Judicial, que rebajando a 20, 
porque quizá entraríamos en un terreno de no cxccp- 
cionalidad. 

Por lo que respecta a las enmiendas del Partido Nacio- 
nalista Vasco, número 462 y 463 v la alternativa 464, el 
Grupo Socialista estima que no parece necesaria la crea- 
ción de los gabinetes técnicos similares al del Tribunal 
Supremo en los tribunales superiores de Justicia, ni esta- 
ba en la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por razón del 
volumen de competencias v de trabajo, en principio, a te- 
nor de la situación actual v de la distribución de las com- 
petencias en los diferentes órdenes jurisdiccionales, cree- 
mos que en este momento no parccc adecuado, y por lo 
tanto valga la contestación para las otras enmiendas que 
en ese sentido lo proponen. 

También hay una enmienda al artículo 25, pero como 
ya ha sido en ese sentido contestada la primera enmien- 
da de la Democracia Cristiana, no voy a reiterar los ar-  
gumentos. Exactamente los mismo valdrían para la en- 
mienda del senor Bandrfs. Insisto que es un mandato de 
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la disposición adicional décima de la Ley Orgánica del Po- 
der Judicial. 

En cuanto a las enmiendas del señor Trías de Bes, de 
Minoría Catalana, hay que indicar que en el artículo 27.1 
el Grupo Socialista propone una enmienda transaccional 
que no recoge quizá el contenido de la enmienda de Mi- 
noría Catalana, se acerca más a la enmienda 273 del Gru- 
po de Coalición Popular. La redacción que se propone es 
la siguiente: En las poblaciones que cuentan con más de 
500.000 habitantes y en aquellas otras en que resulte ne- 
cesario por el volumen de población v alto número de ac- 
tuaciones de esta naturaleza, podrán, mediante Real De- 
creta, crearse plazas de jueces o magistrados encargados 
con exclusividad del Registro civil, además de las previs- 
tas en el anexo VI. Esa sería la enmienda transaccional al 
artículo 27.1 

Por último, hay una cnmicnda del Grupo de izquierda 
Unida, defendida por el señor Sartorius, t a m b i h  al ar- 
tículo27, que intenta rebajar el número de 500.000 a 
250.000, referida a los juzgados que ejercen funciones de 
registro civil. El grupo Socialista se mantiene partidario 
dc mantener la cifra de 500.000 habitantes, creo que ese 
criterio de población es el que figura cn el informe del 
Consejo General del Poder Judicial, y que en algún senti- 
do se concreta en la enmienda transaccional que hemos 
propuesto. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Rodri- 
zuez Zapatero. 

Vamos a suspender la sesión. el próximo martcs a las 
:licz de la mañana, con la replica a la intervención del 
Srupo Parlamentario Socialista de los diferentes inter- 
vientes. (El señor Bandrés Molet pide la palabra.) El se- 
ior  BandrCs tiene la palabra. 

El señor BANDRES MOLET: Una cuestión de orden 
3ero muy simple. A las diez de la mañana del martes es- 
lare volando en el avión que viene de San Sebastián a Ma- 
drid y quiero aceptar expresamente la transaccional que 
i a  oírccido v retirar mi enmienda número 112 al ar- 
.ículo 2 5 .  

El señor PRESIDENTE: Así consta, señor Bandres. 
Muchas gracias a los servicios de la Cámara. Se  levan- 

;a la sesión hasta el próximo martes a las diez dc la 
manana. 

Eran las doce y cincuenta minutos del mediodía. 


